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Introducción


 Una de las notas singulares del ámbito tributario es su extraordinaria complejidad, esta dificultad que viene determinada en buena medida por un conjunto de factores técnicos y/o jurídicos, como es la importante dispersión normativa, la distribución territorial del poder financiero, y en cierta medida las decisiones del legislador que no siempre han sido acertadas (1) .

Que el sistema de resolución de recursos administrativos sea adecuado o inadecuado produce efectos tanto para los contribuyentes como para la propia Administración, cuando los mecanismos son adecuados, aportan seguridad jurídica, confianza y por tanto una resolución cierta, predecible y en tiempos razonables. Por el contrario, si los mecanismos son negativos aumenta la desconfianza, crece la litigiosidad —y por ende la sobrecarga de trabajo—, e indudablemente, se incrementan los costes directos e indirectos tanto para la Administración como para el propio contribuyente.

En este sentido, la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, de modificación de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local 7/1985 de 2 de abril, introdujo en la normativa local, importantes novedades en relación a la revisión de los actos en vía administrativa de naturaleza económica en el ámbito local, y en especial en la regulación de un régimen jurídico especial para los municipios que denomina de «gran población», régimen que presenta diversas peculiaridades y en los cuales nos detendremos con más profundidad en los capítulos que siguen, entre los que nos interesa en este momento la representada por los órganos para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas.

La existencia de estos órganos supuso y supone la presencia en la esfera local de la vía económico-administrativa, teniendo como principales objetivos reducir la litigiosidad ante los tribunales jurisdiccionales, descargar de trabajo al cualificado personal de los Ayuntamientos que realizan funciones propiamente administrativas reduciendo la resolución de recursos de reposición, servir como mecanismo de control y/o depuración de la gestión tributaria local, abaratar la defensa de los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos siendo éste un procedimiento gratuito en lo formal (2) , y en definitiva actuar en beneficio y mejora de los procedimientos de aplicación y revisión de los tributos locales.

La creación de este órgano específico en el ámbito local vino también a atender y colmar una demanda realizada en el seno de la Comisión para el estudio y propuesta de medidas para la reforma de la Ley General Tributaria (3) , e incluso también del propio Defensor del Pueblo que en su informe de 1987 ya abogaba por el mantenimiento de una vía económico-administrativa en la esfera local como garantía de los ciudadanos y como mecanismo para evitar la saturación en la vía jurisdiccional. (4) 

De una primera aproximación a través de diversas opiniones doctrinales, en su mayoría saludaron positivamente la intención y la voluntad del legislador sobre los objetivos y las funciones de estos órganos económico-administrativos locales. Dicho esto, también es cierto que su incorporación en la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local planteó no pocos interrogantes y por qué no decirlo alguna incógnita, la principal es si estos órganos, en algunos casos denominados tribunales, jurados o consejos tributarios locales, son beneficiosos y útiles para los ciudadanos.

Para responder a esta pregunta es necesario estudiar con detenimiento la revisión de los actos tributarios en general y particularmente las reclamaciones económico-administrativas, conocer con detalle la regulación no sólo de la LRBRL sino de los distintos Reglamentos Orgánicos de los que se han venido dotando los distintos Ayuntamientos en el ejercicio de su potestad reglamentaria y revisora, de manera que, de ese análisis crítico, podamos conocer el «estado de la cuestión» sobre la materia, al objeto de realizar diversas aportaciones que puedan mejorar el sistema actual vigente.

La consulta y análisis de las distintas experiencias municipales y en concreto de las distintas memorias de gestión de estos órganos nos ayudarán a observar con cifras estadísticas algunos de los interrogantes que la doctrina científica se ha planteado hasta el momento.

Particularmente, si la nueva vía económico-administrativa local está eliminando la sobrecarga de trabajo en los órganos de gestión tributaria, si ha disminuido la litigiosidad en la jurisdicción contencioso-administrativa, así como, averiguar o demostrar hasta dónde llega la independencia técnica, la gratuidad o la celeridad de estos órganos manifestada en la LRBRL.

Estas cuestiones y otras que analizaremos al largo de este trabajo, justifican sobradamente esta obra, trataremos de averiguar cuál es el papel de estos órganos, aportando algunas reflexiones sobre una posible modificación normativa en aras de mejorar si cabe el importante papel que cumplen en cuanto a su función revisora.

Entendemos por ello conveniente que un estudio que analice todas las aristas de la nueva vía económica-administrativa local ha de contener un capítulo inicial dedicado a la revisión administrativa de actos en vía local enlazándola con la nueva regulación en nuestro ordenamiento de la revisión económico-administrativa local y los principios constitucionales que inspiran la revisión de los actos administrativos en la esfera económico-administrativa (5) .

La Administración tributaria dispone de determinadas potestades y ciertas prerrogativas que configuran las distintas relaciones con el ciudadano, y en nuestro caso la relación jurídico-tributaria, como una relación de cierta superioridad a favor de la Administración. La presunción de legalidad de los actos tributarios, el privilegio de autotutela declarativa y ejecutiva y las consecuencias de la ejecutividad inmediata trae como consecuencia dicha superioridad.

En el otro lado de la moneda nuestro actual Estado de Derecho proyecta límites a la actuación de la Administración, no sólo como es lógico desde el sometimiento pleno a la ley y al Derecho, sino estableciendo controles judiciales a sus actuaciones y resoluciones o incluso la responsabilidad patrimonial por los daños que estas acciones de la Administración pudieran ocasionar.

Estas dos caras de una misma moneda, siguiendo al Profesor CAZORLA PRIETO (6) , desembocan en dos consideraciones básicas, a saber:


	
•  La impugnabilidad de los actos tributarios. Señala el artículo 6 de la LGT que «El ejercicio de la potestad reglamentaria y los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones tienen carácter reglado y son impugnables en la vía administrativa y jurisdiccional en los términos establecido en las leyes».


	
•  La configuración de la impugnación en vía administrativa con carácter previo a la jurisdiccional, teniendo la especialidad en nuestra disciplina en la existencia de órganos administrativos revestidos de independencia que dan cobertura a las reclamaciones económico-administrativas.



Por tanto, será objeto de este trabajo el análisis de la revisión de los actos tributarios en el ámbito local, y concretamente la vía económico-administrativa, que como se ha esbozado es una vía administrativa especial y previa a la vía jurisdiccional.

En nuestra disciplina, esta vía económico-administrativa tiene una importante y larga tradición (7)  y en la actualidad la Ley 58/2003, 17 de diciembre General Tributaria y el Reglamento General de desarrollo de la LGT, en materia de revisión en vía administrativa aprobado por Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo y modificado por el reciente Real Decreto 1073/2017 de 29 de diciembre de 2017, constituyen sus fuentes normativas principales.

En el ámbito local, las fuentes normativas que regulan la vía económico-administrativa pueden resumirse en aquellas de carácter legal, y en desarrollo de éstas otras de carácter reglamentario. Con respecto a las primeras podemos mencionar la propia Ley General Tributaria, la Ley 7/1985, de Bases de Régimen Local modificada por la Ley 57/2003, de Medidas para la Modernización del Gobierno Local, así como el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Y con respecto a las de carácter reglamentario, tal y como establece la D.A.4ª de la Ley General Tributaria (8) , resultan de plena aplicación el Real Decreto 520/ 2005, de 13 de mayo por el que se aprueba el Reglamento general en materia de revisión administrativa modificado por el reciente Real Decreto 1073/2017, la Orden EHA/2784/2009, de 8 de octubre, por la que se regula la interposición telemática de las reclamaciones económico-administrativas y se desarrolla parcialmente la D.A 16ª de la LGT, sobre utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en las reclamaciones económico-administrativas. las distintas Ordenanzas fiscales, y los Reglamentos de naturaleza orgánica como señala el artículo 137.5 LBRL (9) .

El artículo 14.1 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (10)  recoge la revisión de los actos en vía administrativa, realizando una remisión a la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local en materia de procedimientos especiales de revisión, así como a la propia Ley General Tributaria en materia de devolución de ingresos indebidos y la rectificación de errores materiales. Este extenso artículo en el que destaca la regulación del recurso de reposición será estudiado con el propósito de aportar posibles mejoras en la revisión de los actos tributarios locales.

La LMMGL aprobada el 16 de diciembre de 2003, contiene una amplia y sustancial reforma de la LRBRL, algunas de esas modificaciones afectan a todos los municipios en general, como veremos a continuación.

Pero en lo que ahora nos interesa, el nuevo Título X de LRBRL, denominado «Régimen de organización de los municipios de gran población». Dentro de dicho régimen, y dentro del Capítulo III («Gestión económico-financiera») de ese Título X, el nuevo 137 LBRL regula como hemos adelantado un órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas. Así desde el mes de julio de 2004 (disp. Final 3ª, en relación con la disp. transit. 1ª) los Ayuntamientos de las teóricas «grandes ciudades», a las que resulte de aplicación imperativa el Título X de la LRBRL reformada, deberán reinstaurar una vía económico-administrativa, ahora municipal. Cuestión —la reintroducción de la vía económico-administrativa para los tributos locales— que ha sido objeto de un debate doctrinal que será analizado en este trabajo.

Debe recordarse que fue la propia Ley 7/1985 de 2 de abril, la que suprimió la revisión en la vía económico-administrativa estatal para los actos de aplicación de los tributos locales, haciéndose eco el legislador de un intenso debate doctrinal sobre si la configuración de la vía económico-administrativa podía cercenar o vulnerar el principio de autonomía local, en la medida en que esas reclamaciones eran resueltas por los Tribunales Económico-administrativos Estatales.

Desarrollaremos el ámbito de aplicación del Título X, dado que la delimitación de este elemento será importante para conocer qué municipios se han visto obligados a crear dichos órganos, sin ninguna oportunidad de elegir y valorar sobre su conveniencia y/o oportunidad.

Será necesario, detenernos y realizar algunas consideraciones críticas al artículo 137 de la LRBRL, con graves carencias técnicas, incoherencias e incluso como señala parte de la doctrina con descoordinación del lenguaje con la propia LGT.

Por tanto, describiremos la configuración legal de estos nuevos órganos para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas, las funciones, su composición y funcionamiento.

También es nuestra intención adentrarnos en el análisis del ámbito subjetivo de las reclamaciones económico-administrativas, al objeto de dar respuesta a los interrogantes que algunas posiciones doctrinales han señalado, a saber:


	
•  Sobre la conveniencia y/o oportunidad de la obligatoriedad de la puesta en marcha de dichos órganos de resolución de las reclamaciones económico-administrativas. ¿Sobre si fue conveniente que el legislador dibujara esta vía económico-administrativo local como preceptiva? O ¿por el contrario hubiera sido más oportuno que fuera potestativa?

	
•  Por qué sólo los contribuyentes de las Entidades Locales denominadas de «gran población» pueden contar con la posibilidad de acudir a esta nueva vía económico-administrativa. ¿Debiera el legislador permitir que cualquier Ayuntamiento creara estos órganos? ¿Sería posible figuras consorciadas o mancomunadas entre diversos Ayuntamientos para conformar Tribunales Económicos-Administrativos Intermunicipales? ¿Podrían asumir esa función las Diputaciones Provinciales?

	
•  Cabe preguntarse si es necesario y beneficioso para el contribuyente que los ayuntamientos —sufriendo y arrastrando una precariedad financiera— se vean obligados a dotarse de una estructura compleja y posiblemente extraordinariamente costosa. ¿Por qué obligar a estos nuevos órganos locales a disponer como mínimo de tres miembros?

	
•  Es normal que también se planteen interrogantes o dudas sobre el resto de las funciones asignadas por el artículo 137 de la LBRL. Recuérdese que además de «el conocimiento y resolución de las reclamaciones sobre actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de tributos e ingresos de derecho público, que sean de competencia municipal» existen las funciones de «realizar el dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales y también en el caso de ser requeridos por los órganos municipales competentes en materia tributaria, la elaboración de estudios y propuestas en esta materia».


	
•  La condición del personal que componen los distintos Tribunales/Órganos de resolución merece un estudio y algunas consideraciones, existiendo como es lógico distintas fórmulas y ejemplos en los municipios.

	
•  Es interesante conocer en qué grado o medida los distintos Ayuntamientos han hecho uso de esa facultad o posibilidad de adaptación en cuanto al ámbito de actuación y funcionamiento que establece el art.137: «Su composición, competencia, organización y funcionamiento, así como el procedimiento de las reclamaciones se regulará por reglamento aprobado por el Pleno, de acuerdo en todo caso con lo establecido en la Ley General Tributaria y en la normativa estatal reguladora de las reclamaciones económico-administrativas, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias en consideración al ámbito de actuación y funcionamiento del órgano».




Una especial atención merece las funciones y competencias de estos órganos, dado que a la función estrictamente resolutoria se unen el dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales, así como en el caso de ser requeridos por los órganos municipales competentes en materia tributaria, la elaboración de estudios y propuestas en esta materia.

Como es lógico se hace necesario atender en este trabajo a los Tribunales y/o órganos que en la actualidad están en funcionamiento. Para ello se mostrará el resultado del estudio de los Reglamentos Orgánicos y Memorias de Gestión de los diferentes órganos económico-administrativos municipales. No debemos de pasar por alto una realidad que hemos podido observar a lo largo de este trabajo y es que nos hemos encontrado que existe un desigual funcionamiento puesto que en algunos casos se aprecia una cierta escasez de medios, falta de personal, dedicación parcial, y por qué no decirlo en ocasiones una cierta falta de compromiso de los gestores con relación al funcionamiento de algunos órganos económicos-administrativos que sin duda salen adelante por la profesionalidad y dedicación de sus miembros. También nos hemos encontrado con la imposibilidad de acceder en algunos casos a las distintas Memorias de gestión y datos de la actividad a través de la Web, o bien están desactualizadas o sencillamente no se encuentran disponibles. Esa imposibilidad y dificultad nos ha condicionado y delimitado necesariamente el desarrollo de esta obra a medida que hemos ido avanzando en ella.

Por otra parte, sería deseable y sin duda confiamos que así sea, que el Informe de la Comisión de expertos para la revisión del modelo de financiación local (11)  que fue creada por acuerdo de Consejo de Ministros del 10 de febrero del año 2017 pueda coadyuvar a corregir algunas de las disfunciones actuales que señalaremos a lo largo de estas páginas.

Dedicamos un capítulo concreto a los aspectos procedimentales de las reclamaciones económico-administrativas, y en particular en el ámbito local, sin perjuicio de hacer un repaso a todos los elementos del procedimiento. Hemos puesto de manifiesto las singularidades y las cuestiones relativas al procedimiento en el ámbito de los órganos económicos-administrativos locales, destacando la regulación de los distintos reglamentos, relacionándolo con la jurisprudencia y resoluciones de los Tribunales Económico-Administrativos Estatales y Municipales.

Sin lugar a duda, la utilización de los medios electrónicos y telemáticos no puede pasar desapercibidos en este trabajo. El impulso e implementación en estos últimos años de las nuevas tecnologías, la introducción de medios electrónicos en la actividad administrativa y en su relación con los ciudadanos ya no es una opción. La evolución normativa en nuestro país en estos últimos años ha llegado a su punto álgido con la entrada en vigor de las Leyes 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y 40/2015 del Régimen Jurídico del Sector Público que junto a la Ley 34/2015 de modificación parcial de la LGT sirve de punta de lanza para emprender un camino sin retorno en la telematización en las relaciones entre la Administración Tributaria y el contribuyente. Es evidente que en el ámbito de la Agencia Tributaria y en el resto de las administraciones tributarias en estos últimos años se ha producido un extraordinario avance en este sentido, del mismo modo que en el ámbito de las reclamaciones económico-administrativas en el ámbito estatal se han dado los primeros pasos, incorporando la posibilidad de interponer reclamaciones económico-administrativas de forma telemática, así como la consulta por parte del interesado del estado del expediente. Sin embargo, en el ámbito local la realidad es muy distinta. Al desigual estado y funcionamiento de los Tribunales Económico-Administrativos Municipales se unen el retraso y la falta de iniciativa que en este campo hemos podido observar en las distintas ciudades, que solo en algunos casos están trabajando en la buena dirección.

Por ello este trabajo, pretende mostrar una visión panorámica de la revisión de los actos tributarios en el ámbito local y de forma singular de las reclamaciones económico-administrativas, de su realidad, del punto de partida y de algunas propuestas de mejora que permitan la introducción paulatina de los medios electrónicos y telemáticos, sin perjuicio de realizar diversas consideraciones críticas y propuestas de lege ferenda que permitan sin duda conseguir en cierta medida los objetivos que el legislador pretendió con la puesta en marcha de la vía económico-administrativa local. En palabras de RUBIO DE URQUÍA (12)  en relación con el TEAR, el Ministerio de Hacienda y —en este caso añadimos nosotros, los Ayuntamientos— «tienen en sus manos el más eficaz instrumento de mercadotecnia tributaria jamás inventado».

A este trabajo se acompaña información, que pretende facilitar la consulta y análisis, de tal manera que incorporamos diversas tablas y gráficos en relación con los datos estadísticos que hemos podido recoger en las consultas de distintos trabajos de investigación, informes y estadísticas oficiales, así como la información recogida en las numerosas memorias de gestión de los Tribunales Económico-Administrativos Municipales consultadas.

Éstas son algunas de las cuestiones que se abordarán en este trabajo con la intención de contribuir a la mejora de este instrumento que, como es lógico, persigue ser una herramienta eficaz para la Administración Tributaria mejorando la gestión y las actuaciones de sus órganos, pero que también persigue servir al ciudadano en la defensa de sus legítimos derechos. No en vano, la excesiva litigiosidad, la justicia tributaria, la seguridad jurídica (13)  y la eficacia de la Administración son algunos de los elementos y principios que están en juego en esta nueva andadura de la vía económico-administrativa local en el marco de la revisión de los actos tributarios.

Para finalizar esta introducción desearía dar las gracias a las personas que de una u otra forma me han ayudado para que este libro que recoge mi tesis doctoral defendida en el año 2017 en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Rey Juan Carlos pudiera ver la luz.

En primer lugar, al profesor doctor D. Pablo Chico de la Cámara, director de la tesis doctoral, por haber aceptado serlo, por acompañarme y orientarme en la labor investigadora en todos estos años, sin su permanente dedicación, entrega y magisterio nada de esto hubiera sido posible, así como a los miembros del tribunal que juzgaron la tesis doctoral, los profesores doctores Dª. Susana Anibarro Pérez, Dª. Carmen Banacloche Palao, D. Amable Corcuera Torres, Dª. Mercedes Ruíz Garijo, D. José Antonio Sánchez Galiana.

También quisiera expresar mi gratitud al Departamento de Derecho Público I y Ciencia Política de la URJC, y de forma especial a los Tribunales Económico-Administrativos Municipales, su experiencia y buen hacer sin duda, han sido una referencia, asimismo mi agradecimiento a Dª. Inmaculada Sánchez Amas, Grado en Derecho por su inestimable ayuda y colaboración en el diseño de las tablas y los gráficos.

No puedo dejar de mencionar a mis padres, a mi hermana y al resto de familia y amigos que siempre han creído en mí.

Para el final dejo lo más importante, mi mujer Lourdes y mis hijos Marieta y Alonso, lo mejor que me ha regalado la vida.

Móstoles, 30 de septiembre de 2018






	 (1) 
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Capítulo I El proceso de revisión de los actos tributarios en la esfera local


 I.  CONCEPTO

Como es sabido, la revisión de actos o disposiciones faculta a la Administración para volver sobre los mismos con la finalidad de modificarlos o eliminarlos. En definitiva, supone la facultad de enmendar una actuación que pudiera no estar ajustada a Derecho.

Siguiendo la Sentencia del Alto Tribunal de 26 de marzo de 1998 (1)  «la revisión de los actos administrativos consiste en someterlos a un nuevo examen, para rectificarlos, corregirlos, enmendarlos o anularlos si son contrarios a derecho». De tal manera y siguiendo con este razonamiento cabría diferenciar dos supuestos claros relativos a la revisión:


	
(i)  La revisión realizada por la propia Administración. Este tipo de revisión es la consecuencia clara de los privilegios de los que la Administración pública está investida en el régimen administrativo que, a diferencia del anglosajón, se caracteriza por la atribución de privilegios y potestades a la Administración, atribuyéndole a la misma unas especiales prerrogativas respecto de los particulares. No obstante, en el otro lado de la moneda estarían los límites que encontramos en nuestro texto constitucional (2) .

	
(ii)  Y la revisión realizada por órganos no administrativos. Éste sería el de los supuestos típicos de revisión jurisdiccional por los tribunales del orden jurisdiccional, en este caso los del orden contencioso-administrativo. Significando una manifestación más del control de la actividad administrativa por los tribunales de justicia.



De tal manera que amén de las consabidas prerrogativas de las que está investida la Administración cuando actúa en régimen de Derecho Administrativo, a saber: presunción de legalidad, autotutela declarativa y ejecutiva, la Administración puede volver sobre sus propios actos ya bien sean por razones de legalidad y/o oportunidad y hacer desaparecer del mundo jurídico dicha actuación, bien de oficio o a instancias de un interesado.

II.  CLASES

La revisión en vía administrativa comprende, además de los procedimientos especiales de revisión, el recurso de reposición ante el mismo órgano que dictó el acto impugnado (el cuál será visto brevemente en sus elementos sustanciales) y las reclamaciones económico-administrativas que se sustancian por los Tribunales Económico-administrativos Regionales, Locales y por el Tribunal Económico Central. (3)  (esta vía económico-administrativa se analizará en el Capítulo II, sin perjuicio de incorporar a este título breves pinceladas conceptuales).

1.  Procedimientos ordinarios de revisión

A continuación de los procedimientos especiales de revisión, la Ley General Tributaria (en los artículos 222 a 249 de la LGT y en los títulos II a V del RGRVA), se preocupa del tratamiento de los procedimientos revisores de actuaciones tributarias con carácter general en esta materia tributaria, el recurso específicamente previsto en la vía administrativa previa a la judicial es la reclamación económico-administrativa. Se prevé sin embargo previa a esta reclamación y con carácter voluntario la interposición de un recurso de reposición, al que seguidamente pasamos a referirnos, con algunas cuestiones específicas que se manifiestan en el ámbito local.

a)  El recurso de reposición

1)  Objeto y naturaleza

El recurso potestativo de reposición (4) aparece regulado en el ámbito tributario en los artículos 222 a 225 de la LGT y desarrollado en los artículos 21 a 27 del RGRVA. En el ámbito local se regula en el apartado 2 del artículo 14 del TRLRHL.

El Recurso de reposición «es aquel que se interpone ante la propia autoridad que ha dictado un acto o pronunciado una decisión administrativa, a fin de someter determinadas consideraciones a la indicada autoridad para que ésta, por acto de contrario imperio, revoque el acto o decisión recurridos» (5)  y constituye un medio de impugnación de naturaleza administrativa cuyos antecedentes en el ámbito tributario se remontan al artículo 5 del Reglamento sobre Procedimiento en las Reclamaciones Administrativas de 1924 (6) , aunque bien es cierto que con una configuración muy distinta a la actual (7) . Su fundamento gira en torno a la idea de que el órgano administrativo que dictó el acto tenga una nueva oportunidad de reconsiderarlo antes de someter su enjuiciamiento a órganos externos (8) . Según el Tribunal Supremo en su Sentencia de 25 de marzo de 1974, «es un recurso auto revisor por la misma autoridad o funcionario que dictó la resolución recurrida para decidir por nuevo estudio, de propio imperio, rectificar, ratificar, anular o reformar la resolución recurrida» (9) .

Siguiendo a la doctrina (10) , resumiremos sus características singulares, a saber:


	
a)  Se interpone ante el propio órgano que dictó el acto (art. 225.1) y, si éste lo hizo por delegación, será también competente para la reposición, salvo que en aquella se expresara otra cosa.

	
b)  Procede contra todos los actos susceptibles de reclamación económico-administrativa (art. 222.1), salvo, lógicamente, las propias resoluciones de la reposición y las económico-administrativas (art.225.5).

	
c)  Es previo a la vía económico-administrativa (art. 222), por lo que una vez interpuesto no podrá acudirse a aquella hasta que se resuelva la reposición, expresamente o por silencio administrativo. Asimismo —dispone el precepto— si se simultanean ambos, se tramitará el interpuesto en primer lugar, declarándose inadmisible el otro (11) .

	
d)  Es potestativo (art. 222.1), no habiendo sido nunca en el ámbito tributario la vía previa al contencioso, pues este carácter se reserva a la económico-administrativa.

	
e)  Es un recurso administrativo por lo que el recurrente puede comparecer directamente o a través del representante que designe sin que sea necesaria la intervención del abogado o procurador.



Hay opiniones que señalan que en el ámbito tributario el recurso de reposición es poco útil debido a su escasa utilización y mínimos efectos prácticos. MARTÍNEZ MICÓ (12)  además de abogar por la supresión del recurso de reposición en los Tributos del Estado y en el ámbito local, —si bien manteniendo la posibilidad de formular reclamaciones contra los actos dictados en vía de gestión de los tributos locales—, considera que «nos encontramos ante un recurso cuya eficacia ha sido frecuentemente cuestionada por un sector doctrinal, toda vez que implica la rectificación de un acto por la propia Administración autora del mismo, de otra parte, la voracidad recaudatoria de las Administraciones Públicas (estatal, autonómica y local) para conseguir recursos con los que financiar las mayores demandas sociales en servicios públicos, hace que los actos dictados en materia tributaria difícilmente sean revocados por las propias oficinas gestoras como consecuencia de la interposición de un recurso de reposición por parte de los contrayentes, siendo efectivos casi exclusivamente, cuando se trata de rectificar errores de hecho o materiales». Sin embargo, como señala RUIZ TOLEDANO (13) , estas opiniones hay que evaluarlas con prudencia por varios motivos, entre otros, porque el número de recursos de reposición presentado es bastante elevado, y porque además de ello, cada vez hay más estimaciones, aunque la mayor parte de ellas referidas a actos de aplicación de los tributos e imposición de sanciones, de menor importancia cuantitativa.

La utilización del recurso de reposición ofrece ventajas para la Administración, en tanto que puede volver a revisar la legalidad de sus propios actos y para el ciudadano, porque tiene la oportunidad rápida y sin coste económico alguno de solucionar el conflicto planteado. No es más que una manifestación de los privilegios de la Administración, otorgándole una segunda oportunidad a ésta, de que revise la legalidad antes de su impugnación en sede jurisdiccional, tal y como señala CALVO VÉRGEZ, «como argumentos a su favor podría alegarse la oportunidad que representa de ajuste a la legalidad, a través de la correspondiente subsanación de errores o de defectuosas apreciaciones que puede llevar a cabo el órgano gestor. Ahora bien, también se le reprocha ser escasamente efectivo y constituir una mera dilación para la pronta resolución del litigio» (14) . Otros sin embargo, recuerdan la oportunidad perdida con la modificación de la LGT en el año 2003, y que sin duda resulta también de actualidad con la reciente modificación parcial de 2015, señalando CARBAJO VASCO (15) , «que no se trata, solamente de criticar el continuismo en la regulación en la regulación del recurso de reposición por la integración en la ley de disposiciones puramente procedimentales, sino de afirmar que se ha perdido una oportunidad de oro para convertirlo en un instrumento adecuado para reducir la conflictividad tributaria, dado su carácter de primera etapa, siquiera potestativa, para las reclamaciones de los contribuyentes y las posibilidades que ofrece un recurso de esta naturaleza para la mejora del funcionamiento de la Administración Tributaria».

En cualquier caso, la existencia de un recurso de estas características nunca podrá perjudicar al ciudadano, ya que, al ser potestativo, siempre podrá interponer directamente la reclamación económico-administrativa (16) .Puede ser beneficioso cuando se trate de errores evidentes en que existan bastantes probabilidades de que la propia Administración estime el recurso. Siguiendo a RUIZ TOLEDANO (17) , como argumentos a favor estaría «en primer lugar, el que facilita y permite la toma de contacto del obligado tributario con el expediente lo que facilita la argumentación desde el punto de vista jurídico y acudir al asesoramiento jurídico de otras personas, en segundo lugar que el órgano que dictó el acto vuelve a revisarlo y normalmente motivará con mayor detalle la determinación del recurso contra el acto teniendo en cuenta las alegaciones realizadas por el obligado tributario, lo que facilitará la posterior reclamación económico-administrativa o el recurso contencioso y por último en la práctica actual de procedimientos tributarios masivos con la ayuda de los medios informáticos el recurso de reposición permite al propio órgano que dictó el acto corregir los actos en que existen defectos de importancia, de forma rápida y sencilla».

MANTERO SAENZ (18)  tiene una visión distinta sobre el devenir del recurso de reposición «En fin, si se hubiera hecho caso al Informe de la Comisión de 2001 e incluso de la de 2003, igual tendríamos una regulación positiva de este recurso, del que alguien dijo que se discute si es un remedio o un recurso, cuando en realidad es una forma como otra cualquiera de perder el tiempo. Se ha perdido, además del tiempo, la ocasión para evitarlo».

En este sentido, y siguiendo a IBÁÑEZ GARCÍA (19) , en relación a la posible inutilidad de los recursos administrativos y al albur de la reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de mayo de 2018, que estima el recurso de casación interpuesto por la contribuyente contra la sentencia del TSJ Extremadura, que declaró inadmisible el procedimiento ordinario al no haber agotado la interesada la vía administrativa previa, en su Fundamento Jurídico quinto señala que «cuando se discute exclusivamente la inconstitucionalidad de las disposiciones legales que dan cobertura a los actos de aplicación de los tributos y restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, cuestión respecto de la que éstas carecen de competencia para pronunciarse o para proponerla a quien tiene competencia para ello, quedando constreñidas a aplicar la norma legal de que se trate, no resulta obligatorio interponer, como presupuesto de procedibilidad del ulterior recurso contencioso-administrativo, el correspondiente recurso administrativo previsto como preceptivo» entiende el citado el autor por tanto que «si bien esta sentencia se refiere al recurso de reposición preceptivo de los entes locales en materias económico-tributarias, su doctrina y criterio resultan perfectamente aplicables a todo supuesto de impugnación de acto administrativo, de cualquier materia y ante cualquiera administración, ya sea recurso de alzada o ya reclamación económico-administrativa, cuando el único fundamento sea la inconstitucionalidad de la norma que ampara dicho acto administrativo».

También ha sido objeto de crítica el hecho de que, estadísticamente, sólo un cinco por ciento de los recursos de reposición son estimados, interpretándose este dato como una falta de independencia de la vía administrativa. Sin embargo, como señala GALAN RUÍZ (20) , «este dato no es más que un signo de coherencia puesto, que salvo errores materiales en la práctica de liquidaciones que son corregidos en vía de gestión, será difícil que el encargado de practicar una liquidación tributaria modifique su criterio ante la presentación de un recurso de reposición …» añade «No ocurre lo mismo si el encargado de efectuar la revisión es un órgano distinto del que practicó la liquidación. En este caso, los TEAM pueden mantener posiciones y criterios distintos a los de los órganos encargados de practicar las liquidaciones a la hora de interpretar los hechos y las normas».

LAGO MONTERO (21) , en relación a la escasa operatividad del recurso de reposición señala que «si el órgano que dictó el acto tuviere facultades conciliadoras, mediadoras y arbitrales que proponemos para todo órgano gestor tributario, sería bastante más útil esta seudo reposición. Pero como no las tiene, su operatividad se reduce bastante».

En este sentido, en muchas ocasiones, en la esfera municipal, los ciudadanos están sustituyendo el recurso de reposición por la reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Municipal, significando una reducción de la carga de trabajo para los órganos que resuelven los recursos de reposición.

En el ámbito local, el carácter preceptivo o potestativo de este recurso de reposición ha sido una cuestión discutida. La Ley 50/1998 de 30 de diciembre de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, modificó el artículo 14.2 de la TRLRHL que quedó redactado como sigue «contra los actos de aplicación podrá interponerse el recurso de reposición que a continuación se regula».

De la expresión «podrá interponerse» la doctrina y la jurisprudencia mayoritariamente dedujeron el carácter preceptivo del recurso de reposición (22) .

Como consecuencia de la modificación de este precepto legal fue también alterado el artículo 108 de la LRBRL (23) , suprimiendo el inciso «podrá formularse» y pasando a tener la siguiente redacción: «Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales y de los restantes ingresos de Derecho público de las Entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto al efecto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales».

En cuanto a las normas legales posteriores a la Ley 50/1998, la Ley 4/1999, de 13 de enero, de reforma de la Ley 30/1992, restablece en los artículos 107 y 116 a 117, el recurso de reposición con carácter potestativo, pero de acuerdo con la consabida disposición adicional 5ª de la Ley 30/1992, también afectada por la reforma, los procedimientos tributarios, incluidos los de revisión administrativa, mantienen íntegramente sus especialidades.

La última fase de esta evolución (24) , que culmina hasta el momento con la aprobación de la LMMGL, la constituye la regulación más detallada que le dispensa el recurso de reposición en la esfera local el artículo 14 de la TRLRHL —ut supra reproducido—, tras la nueva redacción de dicho precepto por la Ley 50/1998, de 30 de septiembre, que entró en vigor el uno de enero de 1999.

De este nuevo régimen merecen destacarse dos aspectos: a) Contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y restantes ingresos de Derecho público de las Entidades Locales (por ejemplo, multas y precios públicos) sólo cabe interponer recurso de reposición, el cual se configura expresamente como preceptivo y previo a la vía contenciosa. b) No obstante lo anterior, y al margen de los casos ya referidos en los que la reposición opera de forma potestativa y previa a la reclamación económico-administrativa en relación con la gestión estatal de determinados tributos locales (IBI e IAE) (25) , cuando los actos se hayan dictado por la Entidad Local en virtud de delegación previa del Estado cabe la interposición del recurso de reposición y contra su resolución la pertinente reclamación administrativa, con la particularidad de que en este caso el recurso de reposición sigue siendo el regulado en la TRLRHL, pues así lo dispone su art.14.2 in fine.

Finalmente, la nueva redacción que la LMMGL introduce en el art.108 de la LRBRL le otorga una caracterización diferente a la reposición según que el acto administrativo recurrible proceda de un municipio que posea o no la categoría de gran población.

En el primer caso el recurso de reposición será potestativo y previo a la vía económico-administrativa local regulada en el artículo 137 de la LRBRL. Esta nueva configuración exigiría una modificación del artículo 14 de la TRLRHL, en el que se mantiene la reposición como preceptiva, modificación que, sin embargo, no se verificó por la LMMGL. Entendemos que sería conveniente que el legislador actualice dicho precepto y aclare este extremo, dejando claro el carácter potestativo del recurso en el ámbito de aplicación del Título X.

Por su parte para los Ayuntamientos que no reúnan la condición de municipios de gran población el recurso de reposición sigue siendo prejudicial, es decir obligatorio y previo a la vía contencioso-administrativa (26) .

2)  Inicio

El plazo para interponer el recurso de reposición es de un mes (27)  contado a partir del día siguiente a la notificación del acto recurrible o del día en que se produjeran los efectos del silencio negativo (artículo 223 LGT), en el caso de los tributos de cobro periódico por recibo (IBI, IVTM, IAE, etc.) al no ser necesaria su notificación al contribuyente, el plazo para la interposición se computará a partir del día siguiente al de la finalización del período voluntario de pago (28) . De tal forma que el plazo de interposición del recurso de reposición variará dependiendo de si nos encontramos con deudas de liquidación instantánea y notificación individual o bien, deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva (29) .

La interposición del recurso de reposición interrumpe los plazos para el ejercicio de otros recursos y se reanudará el cómputo del plazo para la reclamación económico-administrativa desde el día siguiente al que se entienda producido el silencio administrativo o a partir del día siguiente a la fecha en que se hubiera practicado la notificación expresa de la resolución del recurso.

Otro efecto de la interposición es la interrupción del plazo de prescripción del derecho de la Administración tributaria para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas o autoliquidadas, artículo 66 b) de la LGT, de acuerdo con lo regulado en el artículo 68.2 b) de las misma. Cabe recordar el criterio reiterado del TEAC en relación a esta cuestión, «la interposición de un recurso de reposición o de una reclamación económico-administrativa interrumpen la prescripción, pero si cuando se interpone ya se había producido la prescripción del derecho del derecho de la Administración a liquidar, por la interrupción injustificada por más de 6 meses o por el incumplimiento del plazo de duración de las actuaciones, que luego se acreditan, tales recursos o reclamaciones ya no pueden evitar dicha prescripción»  (30) .

El Recurso se interpondrá por medio de escrito en el que se hará constar los siguientes extremos:


	
a)  Las circunstancias personales del recurrente y, en su caso, de su representante, con indicación del DNI o del código de identificación.

	
b)  El órgano ante quien se formula el recurso.

	
c)  El acto administrativo que se recurre, la fecha en que se dictó, número de expediente y restantes datos referentes al mismo que se estimen convenientes.

	
d)  El domicilio que indique el recurrente a efectos de notificaciones.

	
e)  El lugar y fecha de interposición del recurso.



En cuanto a la posibilidad que por parte del contribuyente no incluya la denominación de recurso de reposición, la doctrina del TS respecto a que debe considerarse como recurso de reposición cualquier pretensión formulada persona legitimada para ello tendente a la revocación del acto administrativo que se estima contrario a Derecho, para o que basta que se pida su reforma y se dirija al órgano dictó aquél (STS de 16 de noviembre de 1998 (31) ).

Es en este propio escrito, a diferencia de los previsto para el procedimiento económico-administrativo ordinario, donde deben de formularse las alegaciones, tanto sobre cuestiones de hecho como de derecho, presentándose para ello con él los documentos que sirvan de base a la pretensión que se ejercita, a los que habría que adjuntar, en el supuesto de solicitarse la suspensión del acto impugnado, los justificantes de las garantías constituidas.

Es posible que el recurrente precise conocer el contenido del expediente, para a la vista del tal consulta, pueda introducir en su recurso lo que a su derecho convengan, para ello el artículo 14.2 g) (32)  del TRLRHL señala que «si el interesado precisare del expediente de gestión o de las actuaciones administrativas para formular alegaciones, deberá comparecer a tal objeto ante la oficina gestora a partir del día siguiente a la notificación del acto administrativo que se impugna y antes de que finalice el plazo para la interposición del recurso», remachando el citado precepto que «la oficina o dependencia de gestión, baja la responsabilidad de su jefe, tendrá la obligación de poner de manifiesto al interesado el expediente o las actuaciones administrativas que se requieran».

El recurrente tendrá que interponer el recurso en el plazo de un mes y efectuar alegaciones en el mismo escrito y deberá acompañar los documentos y demás pruebas de que quiera valerse (33) , ese mismo plazo es del que dispone el recurrente para consultar el expediente administrativo (art. 223 LGT y artículos 23 y 24 RGRVA).

3)  Tramitación

La tramitación del recurso de reposición es sumamente sencilla, en el escrito de interposición se formulan las alegaciones y se aportan las pruebas de que quiera valerse el recurrente.

El órgano encargado de resolver el recurso no sólo valorará las alegaciones del recurrente, sino que podrá tomar en consideración cualquier hecho o fundamento jurídico que se desprenda del expediente administrativo, con independencia de que se haya alegado por el recurrente. Sin embargo, en este caso, el órgano administrativo debería dar un trámite de alegaciones al contribuyente para que se pronunciara por las nuevas cuestiones de valoración (34) .

Se prevé la posibilidad de que otros interesados puedan efectuar alegaciones en el procedimiento. Así, si durante la tramitación del procedimiento se advierte la existencia de otros interesados, se les notificará la existencia del recurso para que formulen alegaciones en el plazo de 10 días (artículo 26 RGRVA).

Dado el desarrollo de las nuevas tecnologías en las relaciones administrativas, primero la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, luego la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos y ahora por último la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, nada impide y sería deseable que la interposición, tramitación y resolución del recurso de reposición se prestase de forma telemática y fuera ganando terreno en la Administración y principalmente en el ámbito de la Administración Local. La Administración electrónica no puede constituir una forma especial de actuación, sino que debe constituir la actuación habitual de las Administraciones.

Como requisito formal, en el momento de la interposición del recurso de reposición se hará constar que no se ha interpuesto reclamación económico-administrativa. En el caso que se constatara que se ha interpuesto reclamación económico-administrativa previa se inadmitiría el recurso de reposición y se remitirá al tribunal económico-administrativo el expediente para su tramitación. En el mismo sentido si la reclamación fuera previa al recurso de reposición, los tribunales declararían inadmisible la reclamación. Debe de tenerse en cuenta que tanto la interposición de la reclamación como el recurso se presentan ante el órgano que dictó el acto, lo que facilita y permite determinar qué recurso fue presentado en primer lugar.

El recurso de reposición es un medio de revisión y, en consecuencia, el órgano competente puede y debe resolver todas las cuestiones planteadas de hecho o de derecho que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteados en el recurso (35) , siempre como límite la reformatio in peius (36) , y que, si el órgano competente considera pertinente examinar y resolver cuestiones no planteadas por los interesados, las expondrá a los mismos para que puedan formular alegaciones (37)  (art. 223 LGT). Esta facultad señala CHECA GONZÁLEZ (38)  «debe entenderse en sus justos límites, esto es, interpretando que la misma lo único que permite es sencillamente realizar una «sustitución de motivos» con audiencia del interesado, y dentro de ciertos límites, pero en modo alguno una reforma peyorativa, contraria al principio general odiosa «restringenda sunt, favorabilia amplianda» y contradictoria asimismo con la propia esencia institucional del recurso administrativo».

El TEAC estima que no se conculca el principio de prohibición de la reformatio in peius cuando se resuelven dos recursos de reposición de forma acumulada y las dos liquidaciones resultantes son sumadas inferiores a las que se recurrieron y ello, aunque una de ellas sea superior a la impugnada. En palabras del TEAC «la razón de ser del principio «non reformatio in peius» es evitar que la impugnación de una administrativo empeore la situación del obligado tributario, porque ello supondría un riesgo y, como tal, una limitación a la libertad de los particulares para recurrir o impugnar sus liquidaciones tributarias (Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de diciembre de 1994 (39) ) en este caso es evidente que no se ha vulnerado el principio, porque el contribuyente no ha visto empeorada su situación: él mismo solicitó, al recurrir en reposición, que no se dedujera la deuda tributaria liquidada a X, a sabiendas de que ello produciría una mayor ganancia patrimonial, y por tanto una cuota más en alta en 1999, pero, eso sí, con la simultánea consecuencia de reducir en medida mucho mayor la cuota de 2000».

La mera interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, de tal forma que, si se desea suspender la ejecución del acto impugnado, es necesario indicarlo en el escrito de interposición y acompañar a éste los documentos que formalicen la garantía para suspender. La concesión de la suspensión es automática siempre que se garanticen el principal y los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que se podrían devengar su hubiera que ejecutar la garantía (40) .

En el caso de las sanciones quedan automáticamente suspendidas con la interposición del recurso y sin necesidad de aportación de garantías (art. 212.3 a) LGT), esta suspensión automática no devengará intereses de demora durante su tramitación y hasta que finalice la vía económico-administrativa. También se prevé la posibilidad de obtener la suspensión sin garantía cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o, de hecho.

La desestimación del recurso provocará que deba ingresarse la deuda tributaria suspendida más los intereses de demora que se hubieran devengado durante la suspensión por mor de la resolución del recurso. Si la resolución del recurso es favorable para el recurrente, se le deberá reembolsar la garantía que hubiera aportado para obtener la suspensión de la ejecución del acto impugnado en los términos de los artículos 33 y 34.1.c) de la LGT, en este sentido se positiviza una consolidada línea jurisprudencial (41) .

En los supuestos en los que la solicitud de suspensión adoleciera de defectos y éstos fueran subsanados se acordará la suspensión con efectos desde la solicitud. Si el recurrente no subsanara los defectos se denegará la suspensión. Esta denegación permite sin embargo que el recurrente disponga de un plazo voluntario de ingreso, algo que no ocurre en los supuestos de archivo de la solicitud.

La solicitud de suspensión puede realizarse junto con la interposición del recurso, pero también admite que se presente en un momento posterior. En este caso los efectos suspensivos se producen a partir del momento en que se presentó la solicitud. Los efectos de la suspensión se limitan al recurso de reposición. No obstante, las garantías que se constituyan pueden extender su eficacia a la vía económico-administrativa en todas sus instancias e incluso a la vía contencioso-administrativa.

Las resoluciones denegatorias de la suspensión serán susceptibles de reclamación económico-administrativas ante el tribunal al que correspondería resolver la impugnación del acto cuya suspensión se solicita.

Las garantías para obtener la suspensión en el recurso de reposición difieren con respecto a la vía económico-administrativa. En el caso del recurso de reposición no podrá ofrecerse por ejemplo una garantía hipotecaria, que sí es admisible en la vía económico-administrativa. Sólo se admiten (i) depósito de dinero o valores públicos (42)  (ii) Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución (iii) Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de reconocida solvencia.

La Ley 34/2015, de 21 de septiembre añadió una precisión, se introduce un nuevo apartado 7 en el artículo 233, según la cual «En los casos del artículo 68.9 de esta Ley, si el recurso afecta a una deuda tributaria que, a su vez, ha determinado el reconocimiento de una devolución a favor del obligado tributario, las garantías aportadas para obtener la suspensión garantizarán asimismo las cantidades que, en su caso, deban reintegrarse como consecuencia de la estimación total o parcial del recurso».

4)  Resolución

El órgano competente para resolver el recurso es el que dictó el acto recurrido, salvo en los actos dictados por delegación que lo resolverá el órgano no delegado. Del mismo modo el órgano competente no podrá abstenerse de resolver y no podrá alegar duda racional o deficiencia de los preceptos legales.

El plazo para notificar la resolución al recurrente es de un mes desde la interposición del recurso, superado ese plazo se producen los efectos del silencio administrativo negativo y el recurrente podrá presentar reclamación contra el acto presunto.

Al igual que ocurre con otros procedimientos superado el plazo máximo para resolver el exceso de tiempo hasta la notificación de la resolución expresa no devengará intereses de demora.

El plazo máximo para notificar la resolución es de un mes, contado desde el día siguiente al de la presentación del recurso, y nótese que en tal plazo no se cuenta ni el período de subsanación de defectos en el escrito de interposición del recurso, ni el utilizado por otros órganos de la Administración emitir informes o remitir datos que el órgano competente para resolver (el que dictó el acto recurrido) les haya solicitado. Ni tampoco, el período concedido para efectuar alegaciones a otros interesados. Ahora bien, los períodos incluidos en el cómputo del plazo por las circunstancias anteriores no podrán exceder de dos meses (art.225.3 segundo párrafo in fine de la LGT).

La resolución se producirá en forma escrita y motivada, conteniendo referencia a los hechos, a las alegaciones y disponiendo de forma clara las razones por las que se confirma o revoca el acto impugnado. La adecuada inteligencia de la resolución que resuelve el recurso de reposición se obtiene si se considera la misma como «un todo unitario», atendiendo a sus antecedentes, fundamentos jurídicos y parte dispositiva (43) .

En el caso de la resolución expresa deberá ser notificada al recurrente y a los demás interesados si los hubiera (44) . Nada se manifiesta en contrario sobre la forma de la resolución del recurso. Además de la forma escrita podrá utilizarse medios telemáticos, en línea con lo regulado en la LGT y particularmente en la disposición adicional tercera del Reglamento de Revisión (45) .

Contra la resolución del recurso de reposición no puede interponerse de nuevo este recurso, pudiendo los interesados acudir al recurso contencioso-administrativo, todo ello a salvo de los supuestos en los que la ley prevé la interposición de reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de gestión de los tributos locales.

De tal forma que en cuanto a la impugnación de la resolución del recurso de reposición —sea expresa o presunta— debemos distinguir entre municipios sujetos al régimen común de aquellos municipios de gran población. En los primeros contra la resolución del recurso de reposición no puede interponerse otro recurso, solo cabe el contencioso-administrativo (46) . Ello sin perjuicio de las especialidades de determinados actos de gestión de los tributos locales en materia de IBI o IAE, en cuyo caso, además del recurso potestativo de reposición podrá regir la reclamación económico-administrativa ante los Tribunales Económico-Administrativos de la Administración del Estado.

Por lo que hace a los municipios en régimen de gran población, los interesados pueden presentar frente al acto administrativo originario, bien directamente —como ya se ha expresado— reclamación económico-administrativa o bien —con carácter potestativo— recurso de reposición, sin que puedan simultanearse ambos. De haber formulado ese recurso de reposición potestativo, su resolución habrá de ser objeto de la posterior reclamación económico-administrativa (ante el «Órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas municipales») si eventualmente se quiere activar después recurso jurisdiccional contencioso-administrativo.

b)  La Reclamación económico-administrativa (delimitación conceptual)

La naturaleza de la reclamación económico-administrativa es la de un recurso administrativo propio del ordenamiento tributario. Constituye una vía específica para impugnar los actos tributarios ante la propia Administración, constituyendo una peculiaridad del ámbito tributario.

El régimen de recursos establecidos en el procedimiento administrativo común se estructura sobre dos figuras, el recurso potestativo de reposición, mediante el que el órgano administrativo que dictó el acto revisa el mismo y el recurso de alzada, por el que el órgano superior del órgano que dicta el acto objeto de revisión procede a revisar el mismo.

En el ordenamiento tributario las cosas son algo diferentes. El recurso de alzada se ve sustituido por la reclamación económico-administrativa como figura revisora ajena al órgano que dictó el acto.

La principal diferencia apreciable entre el recurso de alzada y las reclamaciones económico-administrativas es que en el primero existe una relación de dependencia jerárquica entre el órgano que dicta el acto objeto de revisión y el competente para revisar, mientras que la reclamación económico-administrativa se caracteriza porque es realizada por un órgano orgánicamente ajeno al que produjo el acto revisado. La separación entre el órgano administrativo que dicta el acto que se impugna y el que resuelve la reclamación económico administrativa consagrada en la LGT trae causa en el deseo del legislador de establecer un sistema de revisión caracterizado por la independencia y la especialización de los órganos revisores, intención que se desprende del artículo 228.1 de la LGT (47) .

De esta manera que, los Tribunales Económico-Administrativos aparecen como órganos con competencias exclusivas, que afectan a la revisión de actos de aplicación de los tributos y sancionadores, encontrándonos con un recurso administrativo especial, por la materia que versa y especializado, suponiendo también que su inclusión en nuestro ordenamiento significa un presupuesto de impugnación procesal, de tal manera que es necesario apurarla para poder acudir a la vía contencioso-administrativa.

A la independencia y especialización de los órganos económico-administrativos que aportan sin duda una mayor eficacia y eficiencia que si se encomienda a un órgano que tengan diversas funciones, se suma que forman parte de los órganos económico-administrativos básicamente funcionarios (no necesariamente es así como veremos en el ámbito municipal) que previamente han prestado servicios en los órganos de aplicación de los tributos e imposición de sanciones, por lo que la revisión se realiza por expertos desde el punto de vista práctico en las materias sobre las que versa la revisión y que la revisión se realiza por un procedimiento especialmente diseñado para garantizar el acierto de dicha revisión, similar en algunos aspectos al que se utiliza por los órganos jurisdiccionales.

2.  Los procedimientos especiales de revisión

La Ley General Tributaria española contempla cinco procedimientos especiales de revisión (48) , especiales en tanto que cada uno de ellos tiene un ámbito de aplicación y un fin preciso y delimitado, en contraposición al carácter general de los demás procedimientos (49) . Se trata de supuestos especiales que tratan de depurar el ordenamiento jurídico de actos que no debieran haberse dictado y que se someten a limitaciones específicas para evitar la quiebra del principio de seguridad jurídica (50) .

Estos procedimientos especiales además tienen la particularidad, como veremos, de que, en la práctica totalidad de los supuestos, el protagonismo lo adquiere la Administración, frente a la iniciativa de los recurrentes que se experimenta en el ámbito de las reclamaciones y recursos.

El artículo 14 del TRLRHL en su apartado uno, señala que «respecto de los procedimientos especiales de revisión de los actos dictados en materia de gestión tributaria, se estará a los dispuesto en el artículo 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y en los párrafos siguientes:

a) La devolución de ingresos indebidos y la rectificación de errores materiales en el ámbito de los tributos locales se ajustarán a lo dispuesto en los artículos 32 y 220 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria».

En este sentido, lo que señala el artículo 110 de la LRBRL es tan sólo que «corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 154 y154 de la LGT (51) ».

«b) No serán en ningún caso revisables los actos administrativos confirmados por sentencia judicial firme.

Los actos dictados en materia de gestión de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, también estarán sometidos a los procedimientos especiales de revisión conforme a lo previsto en este apartado».

Dicho lo cual, procede realizar un análisis de los diferentes procedimientos especiales de revisión, poniendo de relieve algunos aspectos, que nos han parecido oportuno en relación con el ámbito local.

a)  Declaración de nulidad de pleno derecho

La revisión de actos nulos de pleno derecho (52)  se regula en los art. 217 LGT y artículos 4 a 6 del RGRVA. A través de este procedimiento la Administración tributaria puede revisar y en su caso anular aquellos actos y resoluciones firmes que incurran en alguno de los supuestos de nulidad de pleno derecho que aparecen en el apartado 1 del artículo 217 LGT (53) . Los supuestos tasados de nulidad de pleno derecho se encuentran con un contenido similar en el artículo 47.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Dada la excepcionalidad de la nulidad de pleno derecho, las causas que permiten la declaración de esta, y que facultan eliminar actos firmes, incluso cuando son declarativos de derechos, deben de ser tasadas (54) .

La nulidad de pleno derecho es la sanción más grave y radical que puede recaer respecto a los actos administrativos tributarios firmes. Si bien la firmeza del acto como señala GARCÍA NOVOA (55)  «está al servicio de la seguridad jurídica, la nulidad supone la preeminencia de la legalidad sobre la seguridad. En caso de vicios de extrema gravedad la necesidad de depurar el ordenamiento prevalece frente a la invocación de la inmodificabilidad del acto en aras de la seguridad jurídica».

Siendo por tanto la firmeza del acto un presupuesto para que opere la revisión de oficio es necesario aclarar cuándo se produce. El acto es firme cuando es consentido. Además, es firme cuando habiendo sido recurrido en tiempo y forma en vía administrativa, la resolución desestimatoria no es objeto de recurso en vía judicial, produciéndose la firmeza de esta, particularmente en el caso de las resoluciones económico-administrativas la firmeza se produce sobre las resoluciones desestimatorias.

La declaración de nulidad de pleno derecho supone la expresión más clara de la llamada revisión de oficio de los actos en materia tributaria, que constituye una vía alternativa y diferenciada de la revisión a instancia del interesado, esto es, mediante recurso. Los actos son revisables previo recurso del particular si éste considera que los mismos incurren en contradicción con el ordenamiento jurídico.

La jurisprudencia viene realizando una interpretación restrictiva de los motivos de nulidad, por la estabilidad y seguridad jurídica de los actos administrativos. Por otro lado, los tribunales suelen examinar los vicios de nulidad preferentemente sobre cualquier otra cuestión alegada.

La revisión, podrá iniciarse en cualquier momento de oficio, por acuerdo del órgano que dictó el acto o por su superior jerárquico, o a instancia del interesado (56) . Se dará audiencia a los interesados, durante el plazo de 15 días y serán oídos todos aquellos cuyos intereses fueren afectados por tal acto.

En el ámbito local, la revisión de actos nulos de pleno derecho dictados por la Administración local se rige en todo caso por la Ley General Tributaria. En este sentido, como ya se ha dicho el artículo 14 del TRLRHL remite en cuanto a los procedimientos especiales de revisión de los actos dictados en materia de gestión tributaria, a lo dispuesto en el artículo 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el cuál a su vez atribuye la competencia de esta revisión al Pleno de la Corporación local, remitiéndose a los casos y procedimientos establecidos en la LGT.

En cuanto al órgano competente en el ámbito de la Administración Local, y sin perjuicio de lo que señala el artículo 110 de la LRBRL, en la que otorga la declaración de nulidad y la revisión de actos en vía de gestión tributaria al Pleno del Ayuntamiento, en este punto se requiere un análisis más pormenorizado, principalmente por las modificaciones introducidas al respecto, por LMMGL.

Siguiendo CHICO DE LA CÁMARA Y HERRERA MOLINA (57)  «el artículo 110 LRBRL atribuye al Pleno de la Corporación la competencia para resolver la declaración de nulidad de pleno derecho de los actos tributarios. En el caso de los municipios de gran población podríamos plantearnos alguna duda, pues la Ley 57/2003, de 16 de diciembre de Medidas para la Modernización del Gobierno prevé la creación de un Órgano de Gestión Tributaria al que corresponde a) la gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los actos tributarios municipales (núm. 1. letra a), mientras que al Pleno le corresponde las facultades de revisión de oficio de sus propios actos y disposiciones de carácter general».

Del literal del artículo 135 de la LRBRL, se desprende que, en el caso de los municipios de gran población, existiendo los denominados «órganos de gestión tributaria», serán éstos en todo caso, y sin posibilidad de delegación en otros órganos, los que tendrán atribuida la competencia para declarar la nulidad de pleno derecho de los actos emanados del Ayuntamiento independientemente del órgano administrativo de que provenga.

Es preceptiva la intervención del Consejo de Estado o el órgano consultivo equivalente de la respectiva comunidad Autónoma si los hubiere (58) . Su dictamen es vinculante, pues se requiere que sea favorable para declarar la nulidad. Recuérdese que el primer párrafo del artículo 48 de la LRBRL establece que «en los asuntos que sea preceptivo el dictamen del Consejo de Estado, la correspondiente solicitud se cursará por conducto del Presidente de la Comunidad Autónoma».

Una cuestión también interesante de mencionar en el ámbito local es que como ya conocemos el artículo 217 de la LGT regula y detalla la posibilidad de declaración de nulidad no sólo de los actos dictados en materia tributaria sino también, la posibilidad de «declarar la nulidad de las resoluciones económico-administrativas» que se ven afectadas de los vicios y supuestos establecidos legalmente.

Esta cuestión en el ámbito local implica que una resolución de una Tribunal Económico-administrativo Municipal podría ser declarada nula en el caso que se cumplan los requisitos establecidos en el citado precepto. De tal manera será el Pleno de la Corporación quién será el órgano competente en la resolución de nulidad, sin perjuicio de que el órgano que tramite dicho expediente sea el propio Alcalde y/o el Concejal Delegado de Hacienda en su caso.

De la información que hemos manejado puede encontrarse por ejemplo que en el Ayuntamiento de Móstoles y en el de Sevilla a través de su Ordenanzas Fiscales Generales de Gestión (59)  otorgan la competencia para la declaración de nulidad al Pleno de la Corporación, en el caso del Ayuntamiento de Valencia (60)  y Santa Cruz de Tenerife (61)  otorgan la competencia para la declaración de nulidad de los actos tributarios y de las resoluciones de los Tribunales Económico-administrativos a la Junta de Gobierno local. En el caso del Ayuntamiento canario hace una curiosa distinción, cuando se pretende anular un acto tributario local la competencia la tiene la Junta de Gobierno Local, en el caso de que se pretenda la nulidad de resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo Municipal de Santa Cruz de Tenerife la competencia la tendría el propio Tribunal. En L´Hospitalet de Llobregat también se regula la declaración de nulidad de las resoluciones de los tribunales, en este caso el órgano competente para tramitarlo será el Pleno del Tribunal y la resolución corresponderá al Pleno del Ayuntamiento.

En el municipio de Madrid, que rige la Ley 22/2006, de 4 de julio, el art. 145.2 de su Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e Inspección (62)  dispone que «el órgano competente para dictar resolución en procedimientos de revisión de oficio de actos nulos dictados por los órganos de la Agencia Tributaria de Madrid, será aquél que establezca su normativa reguladora. Respecto de los restantes actos, dictará resolución el titular del Área competente en materia de Hacienda», Por lo que hace a las resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo Municipal de Madrid, por Decreto 01/02/2006 ha sido delegado en el Secretario General del TEAM la competencia para inadmitir los procedimientos de declaración de nulidad de pleno derecho, y en el Presidente del TEAM la de resolver los procedimientos de declaración de nulidad de pleno derecho y de lesividad.

b)  Declaración de lesividad de actos anulables

La declaración de lesividad de actos anulables (63) , se regula en el artículo 218 de la LGT (64)  y artículos 7 al 9 del RGRVA (65) .Prescribe la Ley General Tributaria que «fuera de los casos previstos en los arts. 217 y 220, la Administración tributaria no podrá anular en perjuicio de los interesados sus propios actos y resoluciones».

Según estos preceptos, la declaración de lesividad viene a ser la única vía, salvo la nulidad de pleno derecho y la rectificación de errores materiales, aritméticos o, de hecho, para que la Administración pueda conseguir la anulación, en perjuicio de los interesados, de actos dictados por ella misma. Si bien, con la declaración de lesividad, sin embargo, no se consigue la anulación del acto por la Administración (nunca puede acabar con una decisión administrativa de anulación de la actuación tributaria firme reputada disconforme al ordenamiento) sino que lo que se pretende es ofrecer un cauce para poder impugnar ante los tribunales los actos que pretenda modificar en perjuicio de los interesados. De tal forma, que es el órgano jurisdiccional en exclusiva quien declarará la conformidad o disconformidad a derecho y la consiguiente validez o nulidad del acto objeto de recurso.

Esta declaración, que, a diferencia del anterior procedimiento, sólo puede ser promovida de oficio, deja preparado, en cierta manera, el camino hacia la interposición de un recurso contencioso-administrativo (66) , para que sean los tribunales los que, en su caso, decidan sobre su legalidad. Hay que pasar pues por dos diferentes procedimientos para conseguir la anulación de una actuación tributaria meramente anulable: primero, el procedimiento administrativo conducente a la declaración de lesividad (67)  y segundo, el recurso contencioso-administrativo de lesividad, ante los tribunales del orden jurisdiccional del mismo nombre.

Cabe poner de manifiesto dos limitaciones en cuanto a la declaración de lesividad, la primera que no podrá adoptarse transcurridos cuatro años desde que se notificó el acto administrativo en cuestión o haya operado la prescripción (68) .

Las principales características de la declaración de lesividad son, por un lado que estamos ante un acto administrativo discrecional, la Administración no se encuentra obligada a realizar tal declaración, es obligada la existencia de un acto previo de la propia Administración autora del mismo, el acto afectado por la declaración de lesividad tiene que haber sido generador de derechos en favor de terceros, el acto debe ser lesivo a los intereses públicos (69)  y por último la declaración deberá ser convenientemente motivada.

La declaración de lesividad procederá respecto de actos y resoluciones tributarias que incurran en «cualquier infracción del ordenamiento jurídico» que no sea, evidentemente, una infracción de las del artículo 217 de la Ley. Como deriva del artículo 213 LGT, al hablar de «actos y resoluciones de la Administración Tributaria» nos referimos a los actos y actuaciones de aplicación de los tributos y los «actos de imposición de sanciones», debiendo adicionar las Resoluciones de los Tribunales Económico-Administrativos (y singularmente de los municipales ex art. 137 LBRL). La sentencia del TS de 14 de marzo de 1998 señala que no procede la declaración de lesividad en aquellos supuestos en que se encuentra pendiente una reclamación económico-administrativa.

Acordado el inicio del procedimiento, se comunicará esa decisión al órgano proponente, al competente para tramitar y al que dictó el acto objeto del procedimiento, que deberá remitir una copia cotejada del expediente al órgano competente para tramitar en el plazo de 10 días a partir de la recepción de la comunicación y a la que acompañará un informe sobre los antecedentes que fuesen relevantes para resolver. Recibida la copia del expediente y emitidos en su caso los informes, se dará audiencia a los interesados por un plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo, para que puedan alegar y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes.

Concluido el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el procedimiento formulará una propuesta de resolución. Formulada la propuesta, el órgano competente para tramitar deberá solicitar un informe del órgano con funciones de asesoramiento jurídico sobre la procedencia de que el acto sea declarado lesivo. En el ámbito local dicha función correspondería al titular de la asesoría jurídica (art. 129 LRBRL).

La declaración de lesividad está sometida a un plazo máximo y no podrá adoptarse una vez transcurrido cuatro años desde que se notificó el acto administrativo. El plazo máximo para su resolución conforme al artículo 218.3 LGT será de tres meses, transcurridos los cuales se producirá la caducidad de este.

En el ámbito local, al igual que la revisión de actos nulos, la revisión de actos anulables dictados por la Administración local en materia tributaria se ha regido siempre por la Ley General Tributaria. Así el artículo 14 de la TRLRHL ya remitía en esta materia al artículo 110 de la LRBRL, el cual a la vez que atribuye la competencia de esta revisión al Pleno de la Corporación local, se remite a los casos y procedimientos establecidos en el artículo 154 de la LGT del 1963, hoy debe de entenderse al artículo 218 de la LGT y artículos 7 al 9 del RD 520/2005.

El artículo 218.4 de la LGT atribuye la competencia para la declaración de lesividad al ministro de Hacienda, mientras que para determinar el órgano competente en el ámbito de la Administración local al igual que en la declaración de nulidad de pleno derecho, y sin perjuicio de que en principio el artículo 110 de la LRBRL parece que otorgaría la misma al Pleno del Ayuntamiento (en este mismo sentido se manifiesta el artículo 107.5 de la LPAC (70) ), se requiere un análisis más pormenorizado, principalmente por las modificaciones introducidas al respecto, por la LMMGL.

A estos efectos, en el supuesto de declaración de lesividad se debe distinguir el marco normativo y, por tanto, el órgano competente según se trate o no de municipios de gran población.

Para los municipios denominados de régimen común, y por ende fuera del régimen del Título X de la LRBRL se distingue entre el órgano municipal competente para proponer y el órgano competente para resolver sobre declaraciones de lesividad. La competencia para formular propuesta de lesividad se atribuye al Alcalde, al señalar el artículo 21.1 l) de la LRBRL la competencia de la Alcaldía para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de Alcaldía. Esta competencia es indelegable según establece el artículo 21.3 de la LRBRL. Podríamos entender que cuando son materias de competencia del Alcalde, es éste el único que puede hacer la propuesta de declaración, del mismo modo también si estuviéramos ante materias de competencia de otros órganos municipales (Junta de Gobierno, Concejales Delegados...) debería ser estos quienes formularan propuesta de declaración de lesividad.

Con respecto a la determinación del órgano para resolver, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 110 de la LRBRL, el artículo 22.2 k) de la citada norma, al relacionar las competencias de Pleno, señala como propias la declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento. En virtud de ello, el Pleno del Ayuntamiento sería competente para declarar la lesividad de los actos anulables para su posterior impugnación contenciosa-administrativa, con independencia del órgano de que proviniera el acto.

Esta competencia en principio sería delegable en otro órgano municipal y ello en virtud de que no aparece como una de las competencias cuya delegación está prohibida en el artículo 22.4 de la LRBRL.

Para los municipios de gran población, cuyo régimen de organización se ajusta a lo dispuesto en el Título X de la LRBRL, y a efectos de determinar el órgano competente para resolver sobre la declaración de lesividad de los actos anulables de la Administración local, se debe señalar que a diferencia de los llamados pequeños municipios, la normativa que regula el régimen organizativo de éstos no distingue entre el órgano municipal competente para proponer y el órgano municipal competente para resolver sobre la declaración de lesividad, sino que se refiere únicamente a los órganos competentes para resolver.

En virtud de esta laguna normativa y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 19.3 de la LRBRL (71) , se podría señalar que serían trasladables a éstos las reglas anteriormente señaladas para los pequeños municipios, referentes al órgano competente para proponer en cada caso la declaración de lesividad, si bien esta aplicación supletoria en defecto de regulación específica requeriría un análisis más detallado, analizando previamente qué órgano municipal, según la normativa aplicable sería en cada caso competente para declarar la lesividad de los actos anulables.

No obstante, todo lo expuesto, cabe destacar esta aplicación supletoria, dado que el artículo 124.4 ñ) de la LRBRL le concede al Alcalde de los municipios denominados gran población, también competencias residuales, pudiendo entrever que la Alcaldía sería competente para formular las propuestas de declaración de lesividad a los diferentes órganos municipales.

A estos efectos, se deberá previamente determinar de qué órgano de la Administración local proviene el acto cuya revisión se pretende, dado que en virtud de los artículos 123.1.l), 124.4.m) y 127.1.k) de la LRBRL, cada órgano municipal con facultades resolutorias (Alcalde, Pleno y Junta de Gobierno) es competente para declarar la lesividad de sus actos anulables.

En cuanto a la posibilidad de delegación de estas facultades revisoras, mientras que el artículo 124.5 permite al Alcalde (al no prohibirlo expresamente) el delegar las facultades de revisión de oficio de sus actos y, por tanto, la declaración de lesividad de los actos anulables, mediante decreto en la Junta de Gobierno, en cualquiera de sus miembros, en los demás concejales o en su caso en los coordinadores generales, directores generales u órganos similares, los artículos 123.3 para el supuesto del Pleno y 127.2 para la Junta de Gobierno impiden la posibilidad de que estos órganos municipales puedan delegar la revisión de sus propios actos y, por tanto, la declaración de lesividad de los mismos en otros órganos municipales.

Sin perjuicio de todo lo expuesto, y con respecto a los municipios de gran población, hay que tener presente el artículo 135 de la LRBRL, introducido por la LMMGL en el que se habilita al Pleno de la Corporación a crear el denominado órgano de gestión tributaria, el cuál será responsable de ejercer las funciones propias en la aplicación de los tributos locales, entre otras la revisión de los actos tributarios municipales, pudiendo por tanto dicho órgano, declarar la lesividad de los actos municipales.

En cualquier caso, el panorama municipal es variopinto, por ejemplo, en el Ayuntamiento de Sevilla, a pesar de existir una Agencia Tributaria Municipal, tal y como establece su Ordenanza fiscal de Gestión la «declaración de lesividad corresponderá al Pleno», lo mismo sucede en el Ayuntamiento de Móstoles. En el caso del Ayuntamiento de Valencia y el de Santa Cruz de Tenerife corresponderá tal declaración a la Junta de Gobierno. Sin perjuicio que en el caso del Ayuntamiento canario el órgano para declarar la lesividad de las resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo Municipal sea el propio tribunal como señala el artículo 79 de su Ordenanza General de Gestión. En el mismo sentido se expresa el artículo 78 y siguientes del Reglamento del Tribunal Económico Administrativo Municipal de Madrid donde el propio Tribunal podrá declarar lesivas para el interés público sus resoluciones favorables a los interesados que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proceder a su posterior impugnación en vía contencioso-administrativa. Se iniciará de oficio y el competente para la resolución será el Presidente del Tribunal. En parecidos términos se expresa el Reglamento Orgánico del Tribunal Económico-Administrativo de L´Hospitalet de Llobregat en su artículo 70, en este caso será el Pleno del Tribunal quien acuerde y resuelva el procedimiento, estableciendo el plazo de cuatro años para adoptar tal decisión.

El Presidente recabará el expediente administrativo acompañado de un informe sobre los antecedentes y cualquier cuestión que fuera relevante para resolver, la Secretaría General notificará a los interesados el acuerdo de iniciación del procedimiento y pondrá de manifiesto el expediente por un plazo de 15 días para que puedan alegar y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes, transcurrido el trámite de audiencia, el Presidente realizará propuesta de resolución, una vez formulada, deberá solicitar informe de la Asesoría Jurídica municipal sobre la procedencia de la declaración de lesividad, una vez dictada la declaración de lesividad, el expediente se remitirá a la Asesoría jurídica para la impugnación del acto declarado lesivo en vía contencioso-administrativa.

Sobre esta cuestión quisiéramos manifestarnos en sentido contrario a que sean los propios Tribunales los que decidan sobre la oportunidad y necesidad tanto de la declaración de nulidad como la de realizar la declaración de lesividad (72) . En nuestra opinión es necesario para garantizar los derechos de los contribuyentes y también el interés general de los Ayuntamientos que sean los Plenos de las Corporaciones y/o en su caso las Juntas de Gobierno, quienes deben conocer de este tipo declaraciones. Piénsese en el caso de una resolución de cualquiera de los Tribunales Económico-Administrativos Municipales que impliquen una merma importante en una posible liquidación tributaria (o que esa resolución favorable al contribuyente pueda representar más reclamaciones similares en cascada). Debería ser el Pleno o la Junta de Gobierno competente, quien deba acordar sobre la conveniencia de recurrir esa resolución del Tribunal, defendiendo en este caso el interés general de no sufrir merma en los ingresos municipales (73) . ¿Cómo podría un Tribunal Municipal proceder a declarar la lesividad desde semejante punto de vista? Así a simple vista parece complicado.

Por último, el plazo para la interposición del recurso de lesividad será de dos meses a contar desde el día siguiente a la fecha de la declaración de lesividad según señala el artículo 46.5 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa.

c)  Revocación de actos de aplicación de los tributos y de la imposición de sanciones

La revocación de los actos de aplicación de los tributos y de aplicación de sanciones (74)  se regula en el artículo 219 de la LGT (75)  y 10 a 12 del RGRVA. Este procedimiento, realmente supuso una de las novedades de la actual Ley General Tributaria (76) , que se introdujo, como se señalaba ya en el Informe sobre el borrador del Anteproyecto de Ley General Tributaria, como una forma más de resolución extrajudicial de conflictos tributarios, en orden a reducir la litigiosidad en la materia (77) . Se pretende así dotar a la Administración de un instrumento eficaz para controlar la legalidad de sus actos y también para alcanzar acuerdos informales con los contribuyentes que permitan modificar los actos por motivos de oportunidad reduciendo los conflictos.

El fundamento de la revocación es que ésta sea por motivos de legalidad o de oportunidad. Además, es una facultad para ejercer por la Administración Tributaria siempre a favor del particular. La revocación en materia tributaria constituye una figura híbrida. Su régimen jurídico plantea distintas finalidades y concepciones y por tanto ha despertado el interés de la doctrina. Excede del objeto de este trabajo y de este epígrafe abordar con detalle este debate, pero apuntaremos algunas de las cuestiones que han sido analizadas por la doctrina.

Entre otros elementos se encuentran la delimitación del contorno de las motivaciones legales y de oportunidad que justifican la revocación, el margen de actuación y la discrecionalidad en el ámbito de la revocación y el análisis de las distintas circunstancias que señalan como habilitante para proceder a la revocación. Por otra parte, se considera por parte de la doctrina a la revocación como un mecanismo alternativo para la resolución de conflictos equiparable al resto de instrumentos encaminados a reducir la conflictividad por esta vía. Las resoluciones de revocación también podrían operar en este sentido si se hiciera público el criterio administrativo que mantienen. Así lo ha propuesto un sector de la doctrina y se justifica en que además de servir como fuente de criterio administrativo hacia el futuro —con la publicidad que propugnan— serviría de cierto límite legal para evitar que la revocación resulte contraria al principio de igualdad.

El apartado primero del articulo 219 citado prevé la revocación para revisar o dejar sin efecto actos gravosos en beneficio de los administrados (78) , cuando concurra alguno de los siguientes supuestos: a) cuando se estime que infringen manifiestamente la ley (79) ; b) cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica particular pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado (80) , o, c) cuando en la tramitación del procedimiento se haya producido indefensión (81)  a los interesados (82) . Se advierte, sin embargo, que la revocación no podrá constituir dispensa o exención no permitida por las normas, ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico (83) .

Los límites de la revocación actúan como concretas cautelas legales para evitar un uso incorrecto de la institución, prohibiéndose que al amparo de la revocación: a) Se pueda conceder dispensa o exención no permitida por las normas tributarias; (art. 219.1 párrafo 2); b) Se contraríe el principio de igualdad, el interés público o el ordenamiento jurídico (art. 219.1 párrafo 2 in fine) (84) .

Procede tanto respecto de actos firmes como de actos no firmes, ya que en la normativa no se exige que se trate de actos firmes. Ahora bien, es necesario aclarar, que la revocación, procede, aunque los actos hayan sido objeto de impugnación en vía económico-administrativa, en tanto no se haya dictado una resolución o un acuerdo de terminación por el Tribunal Económico-Administrativo. En el aspecto temporal, no será posible la revocación cuando haya transcurrido el plazo de prescripción y solo se puedan revocar los actos desfavorables para los particulares.

El procedimiento para la revocación se inicia siempre de oficio, aunque los interesados pueden promover su iniciación mediante escrito dirigido al órgano que dictó el acto. El expediente de revocación será tramitado por un órgano distinto del que dictó el acto. En la tramitación se dará audiencia a los interesados y además se solicitará un informe sobre la procedencia de la revocación (85)  (órgano de la asesoría jurídica), además, el órgano que dictó el acto debe remitir al órgano encargado de la tramitación una copia del expediente y un informe, en el plazo de diez días a partir de la recepción de la comunicación.

El plazo de resolución es de seis meses desde que se notificó el inicio del procedimiento. Transcurrido dicho plazo se produce la caducidad del procedimiento. Las resoluciones ponen fin a la vía administrativa de forma que solo pueden recurrirse, pues, en vía contencioso-administrativa.

Cabe añadir, que, pese a que el artículo 219 de la LGT dicta normas esenciales del procedimiento, es por la vía reglamentaria (86)  por la que se determina el órgano competente para su resolución. Esta disposición reglamentaria es de aplicación directa en el ámbito local, por la remisión que en su artículo 2 hace al artículo 1 de la LGT.

De manera que será a través de las correspondientes ordenanzas fiscales, y en particular las relativas a la gestión tributaria municipal, en las que quede determinados el órgano u órganos competentes para la revocación, debiendo necesariamente éstos ser distintos de los órganos que dictaron el acto revocado.

Por tanto, los actos administrativos de aplicación de las normas tributarias (actos de los procedimientos de gestión y recaudación, así como los sancionadores) son, en principio, revocables si cumplen los requisitos antes expuestos. Por otra parte, en relación a lo que nos ocupa que es el procedimiento económico-administrativo, de la lectura de la LGT y del Reglamento de Revisión parece deducirse que las resoluciones económico-administrativas no son revocables.

El artículo 213.2 de la LGT dispone que «las resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos, así como los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones sobre los que hubiera recaído resolución económico-administrativa no podrá ser revisados en vía administrativa, cualquiera que sea la causa alegada, salvo los supuestos de nulidad derecho previstos en el artículo 127, rectificación de errores del artículo 220 y recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta Ley. Las resoluciones de los órganos económico-administrativos podrán ser declaradas lesivas conforme a lo previsto en el artículo 218 de esta Ley». Lo que supone por tanto que la Ley no permite la revocación de las resoluciones producidas en el ámbito de las resoluciones económico-administrativas.

DE VICENTE-TUTOR RODRÍGUEZ (87) , considera que desde la perspectiva del control de la legalidad no se entiende la exclusión de la revocación de las resoluciones firmes dictadas por los órganos económico-administrativos, entiende el autor que a pesar que pueda parecer difícil que las resoluciones de estos órganos resulten manifiestamente contrarios a derecho, esto, no justifica privarles de este mecanismo de control que podría ser útil y oportuno, además coincidimos con el autor en observar —tal y como se ha adelantado ut supra— como una fuente de criterios administrativos las resoluciones revocatorias, entiende el autor que «la revocación podría convertirse en un mecanismo para la unificación del criterio administrativo, si se hicieran público el criterio administrativo los acuerdos revocatorios mediante las actuaciones necesarias de información, facilitando el acceso a bases de datos que contengan dichos criterios, administrativos y fomentando para ellos el empleo de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos tal y como dispone el artículo 87 de la LGT».

Por el contrario, otros autores como GARCÍA BERRO (88) , consideran un acierto la previsión del artículo 213.2 LGT, excluyendo que producida la desestimación de una reclamación económico-administrativa contra un acto, éste sea objeto de revocación ulterior, y consagrando asimismo la irrevocabilidad de las resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos.

d)  Rectificación de errores

El procedimiento especial de rectificación de errores (89)  se regula en el artículo 220 de la LGT (90)  y art.13 del RGRVA. Se trata de un procedimiento destinado concretamente a la rectificación o corrección de aquellos errores materiales, de hecho, o aritméticos, en los que hayan podido incurrir los actos y resoluciones tributarias firmes en la vía administrativa (91) . Se trata de una modalidad que en comparación con las anteriores no pretende ni la anulación, ni la revocación administrativa de un acto, ni siquiera conformar una actuación preparatoria de una posible y posterior anulación posterior, sino únicamente pretende la corrección o rectificación de errores no jurídicos, sino fácticos, que la Administración o los interesados hayan advertido.

De tal forma que la Administración rectificará en cualquier momento, de oficio o a instancia del interesado, los errores materiales o de hecho y los aritméticos, siempre que no hayan transcurrido cuatro años desde que se dictó el acto objeto de rectificación.

La jurisprudencia es muy restrictiva a la hora de apreciar la existencia de un error de hecho (92)  y en la distinción entre error de hecho y de derecho. Cuando se trata de errores derivados de las diversas interpretaciones posibles de una situación, se trata de errores de derecho; en los restantes casos, los errores son materiales, de hecho, o aritméticos.

Sobre el particular se ha venido declarando que los errores materiales o, de hecho, son los que: «versan sobre realidades ostensibles, manifiestas, meridianas, indiscutibles e independientes de cualquier opinión, criterio, calificación o interpretación de las normas jurídicas, implicando por sí solas, evidencia del mismo, sin necesidad de razonamientos ni calificaciones jurídicas». La rectificación del error material no puede afectar al contenido fundamental del acto, sino solo a sus aspectos accidentales (93) 

Sobre los requisitos del error de hecho (que se trate de equivocaciones elementales que versen sobre hechos, sucesos o cosas de la realidad, que se aprecie teniendo en cuanta exclusivamente los datos del expediente, que sean patente y claro, que sea independiente de toda apreciación, opinión y calificación jurídica, etc.).

Los requisitos o motivos que habilitan este procedimiento se pueden concretar tal y como lo ha hecho nuestro Tribunal Supremo (94)  en los términos siguientes:


	
a)  Que se trate de equivocaciones elementales de nombre, fechas, operaciones aritméticas o transcripciones de documentos;

	
b)  El error debe apreciarse atendiendo exclusivamente al expediente y los datos que él se contienen;

	
c)  Debe tratarse de errores patentes, claros y evidentes, que se adviertan sin necesidad de acudir a la interpretación de normas jurídicas;

	
d)  Que no se proceda de oficio a la revisión de actos administrativos firmes y consentidos.

	
e)  La rectificación no debe dar lugar a una alteración sustancial de acto y su sentido, pues no existe error material cuando su apreciación implique un juicio de valor o exija de una calificación jurídica.

	
f)  Que con la rectificación subsista el acto rectificado, no generando una anulación o revocación del mismo.

	
g)  Toda rectificación debe aplicarse con criterio restrictivo.



Es importante matizar que la prohibición de revocar actos declarativos de derechos, en primer lugar, no puede ser burlada a través del recurso a la rectificación de errores materiales o aritméticos, conceptos que deben de entenderse y de hecho se entienden jurisprudencialmente en un sentido muy estricto para evitar lo que constituiría un verdadero fraude de ley (95) .

Los actos revisables pueden ser tanto de aplicación de los tributos o sanciones como resoluciones económico-administrativas.

El procedimiento puede iniciarse de oficio o a instancia de parte, siendo competente el propio órgano que hubiera dictado el acto o la resolución que se rectifica. El plazo de resolución es de seis meses, pasados los cuales se producirá la caducidad del procedimiento si se hubiera iniciado de oficio, o se entenderá desestimada la petición si se inició a instancia de parte.

En el ámbito local, el apartado 1. a) del artículo 14 del TRLRHL no establece ninguna regulación específica para el ámbito local, remitiéndose, a los artículos 32 y 220 de la Ley General Tributaria.

Por lo general la rectificación de errores no es regulada de forma expresa en los distintos Reglamentos Orgánicos de los órganos económico-administrativos municipales, destacan los Tribunales Económico-Administrativos de Madrid (art. 70 y 71 de su Reglamento), L´Hospitalet de Llobregat (art. 71 y 72) y el Consejo Económico-Administrativo Cartagena (art. 34) entre otros, sin recoger ninguna singularidad destacable más allá de reproducir la LGT y el RGRVA.

e)  Devolución de ingresos indebidos

Dentro de estos procedimientos especiales de revisión, finalmente hemos de hacer referencia a la devolución de ingresos indebidos (96) , que aparece regulado en el artículo 221 de la LGT (97)  y artículos 14 a 20 del RGRVA.

En realidad, tal y como se ha puesto de manifiesto por algún sector doctrinal, no nos encontramos ante un verdadero procedimiento de revisión, puesto que este procedimiento, en si mismo es un procedimiento declarativo del derecho, no es más que un cauce de ejecución de todos los supuestos en los que resulte un derecho de los sujetos pasivos a obtener la devolución de los ingresos tributarios efectuados de forma indebida. (98) 

La devolución de ingresos indebidos pretende restablecer el equilibrio patrimonial en las relaciones entre la Administración tributaria y los administrados cuando haya sido alterado de forma improcedente.

El art. 34.1.b de la LGT reconoce el derecho de los obligados tributarios a obtener, en los términos previstos en dicha Ley, las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo y las devoluciones de ingresos indebidos que procedan, con abono del interés de demora previsto en el art. 26 de la misma Ley, sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto.

El presupuesto de hecho que determina el nacimiento del derecho de devolución nace de la propia LGT, en concreto del artículo 32.1 (99) , donde se recoge el mandato dirigido a la Administración Tributaria para que devuelva los ingresos indebidos realizados en el Tesoro Público con ocasión del cumplimiento de obligaciones tributarias o del pago de sanciones.

En el artículo 221 de la LGT y el artículo 15 del RGRVA se contemplan los diferentes supuestos susceptibles de generar el derecho a la devolución de ingresos indebidos (100) . El procedimiento para el reconocimiento del derecho se puede iniciar de oficio o a instancia del interesado. En la tramitación del expediente, el órgano competente comprobará las circunstancias concretas de cada caso y con carácter previo a la resolución, deberá notificarse al interesado la propuesta de resolución para que formule alegaciones. Será el órgano competente para resolver finalmente, al que se le habrá dado previamente traslado de la propuesta de resolución, el que dictará una resolución motivada en la que, si lo considera oportuno, acordará el derecho a la devolución. Una vez reconocido el derecho a la devolución, se procederá a la ejecución inmediata de la devolución. Para ello, se ha de expedir el oportuno mandamiento de pago a favor de la persona o entidad acreedora.

Las resoluciones dictadas en este procedimiento son susceptibles de recurso de reposición y de reclamación económico-administrativa (101) .

Finalmente, respecto de la naturaleza del procedimiento devolución de ingresos indebidos, queremos dejar apuntado que ha sido una cuestión discutida por la doctrina hasta el punto de que se ha puesto en duda su correcta ubicación dentro de los procedimientos especiales de revisión (102) . Se trata más bien, como han dicho algunos autores (103) , de un «procedimiento declarativo del derecho, más que propiamente de un procedimiento revisor de la actuación administrativa, pues no se dirige a anular, modificar ni rectificar ningún acto previo de la Administración».

Su aplicación a las Entidades Locales viene determinada no sólo por la remisión del artículo 14.b) TRLRHL, sino también por la DA 4ª.2 de la LGT, que amplía su campo de aplicación a un supuesto poco frecuente en el ámbito estatal, al establecer que «lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 32 de esta ley será aplicable a la devolución de ingresos indebidos derivados de pagos fraccionados de deudas de notificación colectiva y periódica realizados a las entidades locales» (v.gr Impuesto de Bienes Inmuebles, Impuesto de vehículos de tracción mecánica, Tasas periódicas etc.). En relación al objeto de este trabajo nada se establece al respecto como es lógico en cuanto a las resoluciones de los órganos económico-administrativos municipales, son las Ordenanzas de Gestión Fiscal las que establecen referencias al mismo.
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	223.2 de la LGT recoge que «si el recurrente precisase del expediente para formular sus alegaciones, deberá comparecer durante el plazo de interposición del recurso para que se le ponga de manifiesto».
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	Es criterio del TEAC que «El recurso de reposición es un procedimiento de revisión y no de aplicación de los tributos, aunque su tramitación y resolución esté encomendada al mismo órgano que dictó el acto impugnado. Consecuentemente, no procede con ocasión de su interposición, la aportación de pruebas que, habiendo sido específicamente solicitadas en el procedimiento de aplicación de los tributos y que pudieron ser aportadas, no lo hubieran sido, pues podría dar lugar a abuso del derecho procesal y a la infracción del artículo 112 de la Ley 30/1992. Esta regla, en aras del principio de tutela judicial efectiva, debe ser aplicada con cautela; así pueden ser admitidos documentos que sean suficientes para resolver el recurso, si a la vista de ellos se pueda dictar nuevo acuerdo sin necesidad de nuevos documentos, alegaciones y aclaraciones» Resolución TEAC de 19 de octubre de 2012 núm. resolución 03705/2010 criterio reiterado en RG 00/0761/2012 del 23 de enero de 2014.
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	Para CHECA GONZÁLEZ, C: «el órgano que conozca del recurso de reposición puede decidir la nulidad o anulación solicitada por motivos distintos de los invocados como fundamento del recurso, como asimismo puede confirmar el acto y desestimar la petición del recurrente invocando motivos diferentes de los que hayan podido alegar los terceros interesados que hubieren comparecido; pero lo que no es posible es sustituir el acto administrativo por otro acto distinto que resulte perjudicial al recurrente, ya el límite que el acto supone a las potestades de revisión no puede ser, en modo alguno, alterado»; CHECA GONZÁLEZ, C., «Alcance de la revisión efectuada a través de un recurso de reposición, e ineludible necesidad de concesión del trámite de audiencia a los interesados», Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, número. 274/2014, parte Presentación.
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	A este respecto son significativas las Sentencias del TSJ de Extremadura del 17 de marzo de 2000, rec. 2785/1996 (LA LEY 61504/2000) y del 30 de enero de 2001, rec. 1518/1997 (LA LEY 25443/2001) y por último STSJ de Madrid del 11 de febrero de 2004, rec. 228/2001(LA LEY 35969/2004).
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En este sentido, se ha pronunciado reiteradamente el TC, en la Sentencia de 6 de octubre de 1986, rec 742/1985 (LA LEY 634-TC/1986) y la STC 84/1985, de 8 de julio, rec. 773/1984. Ésta última calificó de principio general del ordenamiento jurídico la prohibición de la reformatio in peius afirmándose lo siguiente: «1(…) No obstante la escasez de precepto legales sobre la materia en nuestro Derecho, es opinión comúnmente admitida entender que la interdicción de la reforma peyorativa, constituye un principio general del Derecho procesal. Lo es, en primer lugar, como consecuencia de la regla expresada en el brocardo tantum devolutum cuantum appelatum, cuya vigencia en nuestro Derecho no puede discutirse. Se entiende así que es la impugnación de una sentencia lo que opera la investidura de un Juez superior, que determina la posibilidad de que éste desarrolle los poderes que tiene atribuidos con la limitación determinada por la pretensión de las partes. De esta suerte, salvo las expresas excepciones previstas por la ley, el efecto devolutivo de la apelación se limita a los puntos de la decisión recurrida a los que el recurso se refiere. Por último, es igualmente claro que unos sistemas acusatorios deben entenderse igualmente excepcionales los poderes de actuación ex officio del Juez lo mismo en la primera que en la segunda instancia. 2. La reforma peyorativa ha sido objeto de consideración en la jurisprudencia de este Tribunal a través de los autos de inadmisión, que han dejado en claro una inicial posición. Así, el Auto de la Sala Primera de 15 de junio de 1983, perfiló la doctrina al decir que solamente hay reforma peyorativa cuando la condición del recurrente empeora como consecuencia del recurso y no cuando tal condición permanece invariable al confirmarse la resolución recurrida. El Auto de la Sala Segunda de 23 de mayo de 1984 (recurso 889/1983 y 67/1983), dijo que la interdicción de la reformatio in peius se infringe cuando la condición del recurrente empeora como consecuencia de su misma impugnación, pero no cuando se produce a consecuencia de otras alegaciones formuladas de forma concurrente, o incluso incidental. Finalmente, el Auto de la Sala Primera de 21 de noviembre de 1984 (Rº 423/1984) señaló que la interdicción de la reforma peyorativa constituye una garantía procesal del régimen de los recursos y tiene su encaje constitucional a través de la garantía procesal del régimen de los recursos y tiene su encaje constitucional a través de la prohibición de la indefensión o de la exigencia de garantías inherentes al proceso ex art. 24 de la Constitución.

Los Autos citados nos colocan ante una indiscutible conclusión: existe una dimensión constitucional de la interdicción de la reforma peyorativa, que desemboca en el conjunto de derechos reconocidos por el artículo 24 de la Constitución, a través de una de las siguientes vías: la prohibición de la indefensión del art.241.1 de la CE, cuando se produce en la segunda instancia un condena de empeoramiento, sin haberse al recurrente condenado la posibilidad de conocer los motivos de impugnación de la Sentencia recurrida y de defenderse sobre ellos; el régimen de las garantías procesales y de los recursos, por entenderse que forma parte de él una limitación de los poderes decisorios del Juez superior; y, finalmente, la idea misma de tutela jurisdiccional efectiva de derechos e intereses, en la medida en que, constituyendo el interés en la impugnación uno de los presupuestos de la admisibilidad misma, la apelación única del condenado no puede conducir a unos resultados que estén en contraste o en contradicción con dicho interés».



	 Ver Texto 




	 (37) 

	En este sentido se pronunció la STSJ Madrid de 11 de febrero de 2004, ya citada, al estimar que «la resolución de las cuestiones no promovidas por los recurrentes no puede efectuarse sin sujeción a procedimiento, sino con estricta observancia de las normas constitucionales y legales que garantizan la audiencia de los interesados para evitar que pueda producirse indefensión». Al no haber tenido en el caso que se enjuiciaba el trámite de alegaciones el Tribunal estimó que se incurría en causa de anulación «al haberse dictado sin respetar el derecho de defensa del sujeto pasivo», debiéndose reponer las actuaciones al momento procedimental en que se conceda el trámite de alegaciones a los interesados.
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	 (38) 

	Vid. CHECA GONZÁLEZ, C.: La revisión de los actos tributarios locales. 1999. Edersa, pág. 170.
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	rec. 7026/1990 (LA LEY 5241/1995).
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Art 224.2 LGT «Las garantías necesarias para obtener la suspensión automática a la que se refiere el apartado anterior serán exclusivamente las siguientes:


	
a)  Depósito de dinero o valores públicos.


	
b)  Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución.


	
c)  Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de reconocida solvencia para los supuestos que se establezcan en la normativa tributaria».
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	 (41) 

	Entre otras STS de 18 de enero de 1995, rec. 1566/1993 (LA LEY 5459/1995), del 18 de marzo de 1995, rec. 1872/1993 (LA LEY 14457/1995), del 25 de marzo de 1995, rec. 2436/1993 (LA LEY 7220/1995), y del 20 de enero de 2003, rec. 8474/1998 (LA LEY 11296/2003).
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	 (42) 

	Cuando la garantía consista en depósito de dinero o valores públicos, lo intereses de demora serán los siguientes: (i) si cubre solo el recurso de reposición: un mes, (ii) si se extiende la garantía a la vía económico-administrativa en procedimiento abreviado: seis meses (iii) si se extiende la garantía a la vía económico-administrativa en procedimiento ordinario: un año (iv) Si la resolución es susceptible de recurso de alzada ordinario: dos años.
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	 (43) 

	Vid. Sentencia del TSJ de Castilla y León de 19 de enero de 2001, rec. 402/1999 (LA LEY 17224/2001)
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	En materia de notificaciones se aplicarán los artículos 109 a 112 de la LGT.
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«Disposición adicional tercera. Remisión de expedientes por medios electrónicos, informáticos y telemáticos:

	
1.  El Ministro de Economía y Hacienda dictará las normas de desarrollo de la disposición adicional decimosexta de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, relativas a la utilización de medios electrónicos, informáticos o telemáticos para la interposición, tramitación y resolución de las reclamaciones económico-administrativas».
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	 (46) 

	Vid. STSJ de Galicia de 22 diciembre de 2014, rec. 15049/2014 (LA LEY 199351/2014); STSJ de Castilla-La Mancha de 15 diciembre de 2014, rec. 71/2013 (LA LEY 203438/2014), STSJ de Canarias del 28 noviembre de 2014, rec. 167/2014 (LA LEY 221625/2014); STSJ Región de Murcia del 30 junio de 2014, rec. 96/2014 (LA LEY 158461/2014); STSJ de la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 5 marzo de 2014 (LA LEY 44474/2014, STSJ de Cataluña, de 16 de Enero de 2014 (LA LEY 24044/2014).
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	 (47) 

	Art 228.1 «El conocimiento de las reclamaciones económico-administrativas corresponderá con exclusividad a los órganos económico-administrativos, que actuarán con independencia funcional en el ejercicio de sus competencias».
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	 (48) 

	Cfr. CHECA GONZÁLEZ, C.: «Procedimientos Especiales de Revisión», Cap.- V de la obra: La nueva Ley General Tributaria, Dir. CALVO ORTEGA, R. y coordinador TEJERIZO LÓPEZ, Ed. Thomson-Civitas, Madrid, 2004, pág. 791. El calificativo de especiales se supone que es así frente al recurso de reposición y reclamaciones económico-administrativas, que serían de carácter ordinario, al prestar cobertura a cualquier actuación tributaria revisable por cualquier motivo de revisión. Vid. GARBERÍ LLOBREGAT, J. y BUITRÓN RAMIREZ, G.: «Revisión de actos y actuaciones tributarias en vía administrativa: procedimientos de revisión y normas comunes», en capítulo. Introductoria de la obra: Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, GARBERÍ LLOBREGAT, J. (Director); Ed. Bosch, Barcelona, 2006, pág. 3.
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	 (49) 

	En estos procedimientos especiales de revisión «lo que se busca es el mantenimiento del siempre difícil equilibrio entre el principio de la seguridad jurídica (art. 9 CE), y el principio de legalidad, que exige depurar el ordenamiento de actuaciones que de algún modo infringen en el mismo»; GARBERÍ LLOBREGAT, J. y BUITRÓN RAMIREZ, G.: «Revisión de actos y actuaciones tributarias en vía administrativa: procedimientos de revisión y normas comunes», ob. cit., pág. 4.
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	 (50) 

	Vid.: RUIZ TOLEDANO, J.I.: El Nuevo Régimen de Revisión Tributaria Comentado, Ed. La Ley, Madrid, 2006, pág. 108.
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	 (51) 

	La referencia a los artículos 154 y 154 de la Ley General Tributaria debe entenderse hecha en la actualidad al artículo 217 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
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	 (52) 

	Sobre este procedimiento especial de revisión vid.: GARBERÍ LLOBREGAT, J. y BUITRÓN RAMIREZ, G.: «Revisión de actos nulos de pleno derecho», Cap. 1, de la obra Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, ob. Cit., pág. 19 y ss.
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	 (53) 

	El apartado 1 del artículo 217, establece: «Podrá declararse la nulidad de pleno derecho de los actos dictados en materia tributaria, así como de las resoluciones de los órganos económico-administrativos, que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo en los siguientes supuestos: a) Que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional; b) Que hayan sido dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio; c) Que tengan un contenido imposible; d) Que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta; e) Que hayan sido dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido para ello o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad en los órganos colegiados; f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición; g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de rango legal». Se trata de los supuestos que se recogen en el art. 62 de la Ley 30/92, que amplió los que se reconocían en la anterior LPA y en la LGT de 1963.
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	 (54) 

	Las causas de nulidad son como se ha dicho, por definición tasadas y han sido interpretadas por una abundante jurisprudencia. (i) en cuanto a los que lesiones los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional (Art. 41 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), desde sus primeras resoluciones el TC ha venido defendiendo que la violación de cualquiera de los derechos fundamentales constituía causa de nulidad de cualquier actuación de la Administración (STC de 23 de noviembre de 1981, rec. 189/1981(LA LEY 34-TC/1982) y STC de 30 de junio de 1982, rec. 36/1982 (LA LEY 13773-JF/0000), de entre los derechos y libertades cuya lesión concurren con más frecuencia en el ámbito tributario está el derecho a la igualdad (art. 14), la tutela judicial efectiva (art. 24) o el derecho a la intimidad (art. 18). Principalmente los actos de comunicación y notificación, incumplimiento de trámite de audiencia, reserva de ley en materia de infracciones y sanciones son las cuestiones que dan lugar a la nulidad de pleno derecho de actos tributarios. Tribunal Supremo en Sentencias del 3 de Abril de 2000, rec. 3570/1994 (LA LEY 8305/2000); del 27 de septiembre de 2000, rec. 3754/1994 (LA LEY 2316/2001) y 19 de febrero de 2002, rec. 184/1999 (LA LEY 5315/2002). (ii) Actos manifiestamente incompetentes, es manifiesta cuando no exige un «esfuerzo dialéctico para su comprobación» (STS 11 de marzo de 1985, rec. 351/1993, clara, incontrovertida y grave, sin que sea precisa una labor previa de interpretación jurídica (STS de 12 de junio de 1985 (LA LEY 10093-JF/0000), (SAN de 14 de diciembre de 2010 (LA LEY 210764/2010) (iii) Un acto de contenido imposible, se entiende como imposibilidad física o legal de cumplir lo dispuesto en el mismo, inadecuados a la realidad física sobre la recaen, imposibilidad lógica por oponerse a las leyes físicas. Contenido imposible (SSTS de 27 de marzo de 1984 y 19 de mayo de 2000, entre otras), contenido contradictorio o carente de lógica (STS de 27 de marzo de 2002, rec. 4013/1996 (LA LEY 64947/2002), la imposibilidad puede ser física o legal, habiéndose equiparado en algunos casos la indeterminación, ambigüedad o ininteligibilidad del contenido del acto con la imposibilidad de éste. (iv) Acto resultado de infracción penal, es requisito fundamental que la conducta delictiva derive del acto administrativo y que éste sea presupuesto de la misma, para que proceda la nulidad es necesario que el acto administrativo mismo constituya delito o que en su elaboración haya existido delito, no existiendo causa de nulidad cuando un acto lícito en sí mismo se aprovecha con posterioridad para la comisión de un delito (Resolución TEAC, de 26/06/1997 núm. 1997/1026), (v) Actos que prescindan absolutamente del procedimiento, la omisión de trámites esenciales que hagan inidentificable el acto, que sean sustanciales al procedimiento, trámite de audiencia, ausencia de notificación, ausencia de motivación, prescindir de las normas que contienen las reglas generales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados etc., esa ausencia de trámite debe de ocasionar indefensión. Ausencia total de límites (STS de 17 de octubre de 2000, rec. 9077/1995 LA LEY 991/2001), su aplicación exige que se haya prescindido total y absolutamente del procedimiento establecido, como literalmente expresa la norma. Por consiguiente, la omisión ha de ser clara, manifiesta y ostensible (STS 17 de marzo de 2000, rec. 2686/1996 (LA LEY 6555/2000) y 2 de noviembre de 2004, rec. 268/2002 (LA LEY 10289/2005).
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	 (55) 

	GARCÍA NOVOA, C.; Procedimientos Tributarios, (AA. VV) Civitas- Thomson Reuters, 1ª. ed. 2010, pág. 573.
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	 (56) 

	En este último caso, dice el apartado 3 del artículo 217, «se podrá acordar la inadmisión, entre otras causas, cuando el acto no sea firme en vía administrativa o no se base en alguno de los motivos tasados».


	 Ver Texto 




	 (57) 

	Vid. CHICO DE LA CÁMARA, P. Y HERRERA MOLINA, P: Procedimientos Especiales de Revisión, cap. XXI pág. 856, Tributos Locales y Autonómicos, Thomson-Aranzadi. 2006.
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	 (58) 

	Cfr. Arts. 4, 5 y 6 del Reglamento de Revisión en vía Administrativa (RGRVA).
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	 (59) 

	Vid. art 71 de la Ordenanza Fiscal General de Gestión BOCM Núm. 298 de 15 de diciembre de 2008 y art.88 de la Ordenanza Fiscal General de Ayuntamiento de Sevilla (www.sevilla.org)
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	 (60) 

	Vid. artículo 52 de la Ordenanza Fiscal General del Ayuntamiento de Valencia BOP 24-12-2008.
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	 (61) 

	Vid. Artículo 75 de la Ordenanza Fiscal General del Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife BOP núm. 255 del 30 de diciembre 2009.
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	 (62) 

	Vid. Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e Inspección, publicada en el BOCAM de 29/12/2004 número 309, página 2-34, modificada por Acuerdo de Pleno de 21 de diciembre de 2017, Boletín Ayuntamiento de Madrid núm. 8060 de 28 de diciembre de 2017.
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	 (63) 

	Sobre este procedimiento especial de revisión vid.: GARBERÍ LLOBREGAT, J. Y BUITRÓN RAMIREZ, G.: «Declaración de lesividad de actos anulables», Capítulo, de la obra Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, Vol. I, ob. Cit., pág. 147 y ss.; RUIZ TOLEDANO, J.I.: El nuevo Régimen de Revisión Tributaria Comentado, ob. Cit., pág. 179 y ss.
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	 (64) 

	Este precepto textualmente señala: «1. Fuera de los casos previstos en el artículo 217 y 220 de esta Ley, la Administración tributaria no podrá anular en perjuicio de los interesados sus propios actos y resoluciones. La Administración tributaria podrá declarar lesivos para el interés público sus actos y resoluciones favorables a los interesados que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proceder a su posterior impugnación en vía contencioso-administrativa. 2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se notificó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el procedimiento. 3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo. 4. En el ámbito de la Administración General del Estado, la declaración de lesividad corresponderá al Ministro de Hacienda».
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	 (65) 

	Esta regulación viene a sustituir a la anulabilidad y lesividad regulados en los artículos 154 y 159 de la Ley General Tributaria de 1963.
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	La STS de 23 de abril de 2002, rec. 6894/1996 (LA LEY 6339/2002), declara que constituye un mero presupuesto procesal para la interposición del recurso contencioso-administrativo; en ello insiste nuevamente la del 23 de abril de 2004 rec. 8044/1998 (LA LEY 12881/2004). La ausencia o irregularidad del presupuesto anterior, determina la inadmisibilidad del recurso (STS 16 de septiembre de 1988, LA LEY 378-3/1998)
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	 (67) 

	Vid.: RUIZ TOLEDANO, J.I.: El nuevo Régimen de Revisión Tributaria Comentado, ob. Cit., pág. 180, donde textualmente señala: «Desde el punto de vista teórico se plantea si la declaración de lesividad es en sentido estricto un procedimiento especial de revisión, puesto que la Administración no revisa el acto, sino que se limita a declararlo lesivo con carácter previo a su impugnación en vía contencioso-administrativo».
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	Sobre este particular se pronuncian las STSJ de Madrid, de 11 noviembre 2014, rec. 1253/2012 (LA LEY 180341/2014), STSJ de Castilla-La Mancha del 10 Julio de 2014, rec. 757/2010, (LA LEY 131624/2014), STSJ de Andalucía de Granada, de 24 febrero de 2014, rec. 972/2012, (LA LEY 48974/2014), y la STSJ de Cataluña de 20 noviembre de 2013, rec. 1164/2010 (LA LEY 215509/2013).
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	 (69) 

	El concepto «lesivo para el interés público» abarca aspectos como la necesidad de poner fin a la inseguridad provocada por una errónea interpretación de la norma, que pueda constituir un precedente para posteriores valoraciones. El que se trate de actos favorables para el interesado no impide que pueda referirse, también, a los actos de gravamen cuando la revisión de tal resolución comporte un mayor perjuicio para el interesado, de manera que se viene entendiendo ser suficiente que el resultado de la revisión redunde en perjuicio de los interesados.
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	Art. 107 LPAC «Declaración de lesividad de los actos anulables (…) 5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad».
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	 (71) 

	El artículo 19.3 de la LRBRL, se señala que el régimen de organización de los grandes municipios se ajustará a lo dispuesto en el título X, sin perjuicio de que les sea de aplicación de forma supletoria y en lo no previsto en dicho título, el régimen común de los llamados pequeños municipios.
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	En el caso del Tribunal Económico-Administrativo de La Coruña señala en su Memoria de Gestión del 2014 en su página 8, «que se han formulado solicitudes al Tribunal, en las cuales se ha emitido informes (dos) relativos a procedimientos de lesividad de otras tantas resoluciones del TEAM, incoados a propuesta del Tesorero Accidental».
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	 (73) 

	Sobre la declaración de lesividad, en la Memoria del Tribunal Económico-Administrativo Municipal de San Sebastián de 2014, señala que «El Ayuntamiento no ha estado de acuerdo con la declaración de prescripción del recibo de un ejercicio del Impuesto de Bienes Inmuebles en un fallo del Tribunal, y lo ha declarado lesivo a los intereses municipales, porque al ser el importe muy elevado, la Dirección Financiera consideró procedente que esa cuestión conflictiva en la que no mantenía el mismo criterio que el Tribunal, postura que la Asesoría Jurídica confirmó y se aprobó por el Ayuntamiento Pleno, se resolviese ante los Tribunales de Justicia. El 26 de junio de 2015, el Juzgado dicta Sentencia dando la razón al Ayuntamiento». www.donostia.org
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	Vid. sobre este procedimiento: GARCÍA NOVOA, C.: La Revocación en la Ley General Tributaria, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2005; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, D.: «Revocación de actos», Cap. III, de la obra Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, Vol. I, ob. Cit., pág. 229 y ss.
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	El tenor literal de este precepto es como sigue: «1. La Administración tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados cuando se estime que infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica particular pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento se haya producido indefensión a los interesados. La revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o exención no permitida por las normas tributarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 2. La revocación sólo será posible mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción. 3. El procedimiento de revocación se iniciará siempre de oficio, y será competente para declararla el órgano que se determine reglamentariamente, que deberá ser distinto del órgano que dictó el acto. En el expediente se dará audiencia a los interesados y deberá incluirse un informe del órgano con funciones de asesoramiento jurídico sobre la procedencia de la revocación del acto. 4. El plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses desde la notificación del acuerdo de iniciación del procedimiento. Transcurrido el plazo establecido en el párrafo anterior sin que se hubiera notificado resolución expresa, se producirá la caducidad del procedimiento. 5. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento pondrán fin a la vía administrativa».
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	En el marco del procedimiento administrativo común, este procedimiento está regulado en el art. 109.1 de la LPAC. En este marco general se admite su aplicación en cualquier momento, siempre que la misma no constituya dispensa o exención no permitida en las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. Fue muy discutida la aplicación de este precepto al ámbito tributario. Vid.: RUIZ TOLEDANO, J.I.: El nuevo Régimen de Revisión Tributaria Comentado, ob., cit., pág. 199.
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	Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, D.: «Revocación de actos», Cap. III, de la obra Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, Vol. I, ob. cit., pág. 237.
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El término revocación debemos entenderlo en el sentido de una facultad de la administración para retirar actos previamente dictados, siempre que se realice en beneficio de los interesados.

Por otra parte, hemos de precisar que se refiere a actos únicamente, no resoluciones tributarias, y además actos que no precisan necesariamente haber alcanzado la firmeza en la vía administrativa. Aunque en un principio podría dudarse del alcance del término, sin embargo, así parece confirmarlo el artículo 213.2, al no enumerar este procedimiento entre los que permiten revisar aquellas resoluciones.
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	La jurisprudencia ha expresado que aquella vulneración del ordenamiento debe ser «patente, notoria o claramente determinable sin necesidad de acudir a una especial labor interpretativa», excluyendo los supuestos en que se origina duda racional sobre la ilegalidad (STS 13 de octubre de 1988, (LA LEY 110738-NS/0000), 10 de mayo de 1989 (LA LEY 121171-NS/0000), 3 de abril de 1995, rec. 4721/1992 (LA LEY 8016/1995) y 20 de diciembre de 1996, rec. 3195/1992 (LA LEY 3086/1997).
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	Su interpretación es difícil, puede hablarse de improcedencia sobrevenida cuando de la comparación de una interpretación que haga la Administración se deduce que debería haberse llevado a cabo la adopción de otra interpretación, cambios de apreciación del interés público, reinterpretaciones jurisprudenciales y doctrinales. Deben de tratarse de circunstancias posteriores a la adopción del acuerdo. Cualquier criterio consolidado en pronunciamientos de la A.N, de los TSJ o de los Juzgados Contencioso, así como consultas vinculantes o doctrinas reiteradas del TEAC.


	 Ver Texto 




	 (81) 

	La jurisprudencia exige que la indefensión suponga realmente la privación del derecho a la defensa, con el consecuente perjuicio para el interesado. Según la STS de 11 de julio de 2003 (rec. 7983/1999, LA LEY 13507/2003) será preciso que «se acredite que el defecto de la forma le ha privado irremediablemente de la posibilidad de defenderse y que ello haya tenido repercusión en la decisión final».
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	Cfr. GARCÍA BERRO, F.: Procedimientos tributarios y derechos de los Contribuyente en la nueva Ley general Tributaria, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2004, pág. 211 y ss.
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	 (83) 

	«Dados los motivos que permiten acudir a esta vía, debe observase que se admite tanto por cuestiones de legalidad como de oportunidad, y de ahí la cautela del texto legal al señalar unos límites que impidan utilizar arbitrariamente esta potestad como medida de trato particular favorable discriminatorio. A diferencia de la anulabilidad acogida por la anterior LGT, que procedía por aparición de nuevos hechos no conocidos por la administración al dictarse el acto, la revocación no parece acoger este motivo, sino justamente el contrario, en el sentido de que la realidad tenida en cuenta al dictarse se haya visto modificada, persiguiéndose con ello una adaptación a la nueva realidad de la decisión administrativa adoptada en su día». MARTÍN QUERALT, J.; LOZANO SERRANO, C.; TEJERIZO LÓPEZ, J.M. Y CASADO OLLERO, G.: Curso de Derecho Financiero y Tributario, Ed. Tecnos, 17º. ed., 2006, pág. 591.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	A propósito de estos límites nos remitimos a la doctrina contenida en la SAN 18 septiembre 2013, rec. 344/2011 (LA LEY 142956/2013) y las Sentencias del TSJ de Cataluña de 13 noviembre 2014 rec. 1123/2011 (LA LEY 183282/2014), TSJ de Madrid 19 marzo 2014, rec. 932/2013 (LA LEY 35017/2014), TSJ de Andalucía de Sevilla de 11 marzo 2013 (JT 2013, 1263), rec. 695/2011 (LA LEY 80542/2013).


	 Ver Texto 




	 (85) 

	El apartado del artículo 11 del RGRVA redactado por el apartado dos del artículo único del R.D. 1073/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el R.D. 520/20054 señala que «concluido el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el procedimiento formulará la propuesta de resolución. Formulada la propuesta, el órgano competente para tramitar deberá solicitar un informe del órgano con funciones de asesoramiento jurídico sobre la procedencia de la revocación».


	 Ver Texto 




	 (86) 

	Vid. Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria en materia de revisión en vía administrativa, modificado por Real Decreto 1073/2017, de 29 de diciembre.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	DE VICENTE-TUTOR RODRÍGUEZ, M.: Revisión de Actos Tributarios, La Revocación en materia tributaria Cap. III. IEF-CEF, pág. 85.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	GARCÍA BERRO, F.: Procedimientos Tributarios y Derecho de los Contribuyentes en la nueva LGT. Marcial Pons, Madrid, 2004.


	 Ver Texto 




	 (89) 

	Vid. sobre este procedimiento: GARBERÍ LLOBREGAT, J. Y BUITRÓN RAMIREZ, G.: «Rectificación de errores», Cap. IV, de la obra Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, Vol. I, ob., cit., pág. 305 y ss.


	 Ver Texto 




	 (90) 

	
Este artículo establece lo siguiente: «1. El órgano u organismo que hubiera dictado el acto o la resolución de la reclamación rectificará en cualquier momento, de oficio o a instancia del interesado, los errores materiales, de hecho, o aritméticos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo de prescripción. En particular, se rectificarán por este procedimiento los actos y las resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas en los que se hubiera incurrido en error de hecho que resulte de los propios documentos incorporados al expediente. La resolución corregirá el error en la cuantía o en cualquier otro elemento del acto o resolución que se rectifica. 2. El plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses desde que se presente la solicitud por el interesado o desde que se le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento. El transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior sin que se hubiera notificado resolución expresa producirá los siguientes efectos: a) La caducidad del procedimiento iniciado de oficio, sin que ello impida que pueda iniciarse de nuevo otro procedimiento con posterioridad.

b) La desestimación por silencio administrativo de la solicitud, si el procedimiento se hubiera iniciado a instancia del interesado. 3. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición y de reclamación económico-administrativa».



	 Ver Texto 




	 (91) 

	Existe jurisprudencia muy consolidada del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo afirmando que el error de hecho deberá ser apreciable de manera directa y manifiesta, ostensible, sin necesidad de razonamientos, interpretaciones ni juicios valorativos, sobre el particular consultar CHICO DE LA CÁMARA, P. Y HERRERA MOLINA. P: Procedimientos Especiales de Revisión, cap. XXI op. cit. 862, Tributos Locales y Autonómicos, Thomson-Aranzadi, 2006.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	Sirva como ejemplo la STC del 23 de diciembre de 1991 que ha señalado que debe ser ostensible, manifiesto, indiscutible, implicando por si solo la coincidencia del mismo, sin necesidad de mayores razonamientos y exteriorizándose prima facie por su sola contemplación.


	 Ver Texto 




	 (93) 

	SSTS 19 de febrero de 1998 rec. 10561/1991 (LA LEY 5057/1998); 30 de abril de 1998, rec. 2164/1992 (LA LEY 6577/1998); 13 de junio de 1998, rec. 11382/1991; y 24 de septiembre de 1998 rec. 962/1994 (LA LEY 9328/1998), así como la de 5 de diciembre de 2003 rec. 3698/1998 (LA LEY 12123/2004); SSTSJ de Murcia de 4 de julio de 2001, rec. 134/1998 (LA LEY 134650/2001), STSJ Galicia 9 de mayo de 2007 (LA LEY 55139). Doctrina que se reitera en las STSJ de Castilla y León de Burgos del 30 Enero de 2015, rec. 187/2013(LA LEY 3292/2015), STSJ de Castilla y León (Valladolid) de diciembre de 2014, rec. 241/2013 (LA LEY 209187/2014), STSJ Canarias (Santa Cruz de Tenerife) de 14 noviembre de 2014, rec. 158/2011 (LA LEY 221432/2014), STSJ Illes Balears de 12 de Noviembre de 2014, rec. 10/2014 (LA LEY 193867/2014), STSJ Madrid de 11 de noviembre de 2014, rec. 1253/2012 (LA LEY 180341/2014)


	 Ver Texto 




	 (94) 

	STS de 27 de mayo de 1991 (LA LEY 7276/1991)


	 Ver Texto 




	 (95) 

	Vid. Por ejemplo, STS del 14 de marzo de 1998, rec. 5043/1992 (LA LEY 6572/1998). Asimismo, en relación a esta cuestión el TEAM de Madrid en resolución de 29 de marzo de 2007 núm. 200/2005/02250, ha tenido la ocasión de anular liquidaciones tributarias en el Impuesto sobre Construcciones Instalaciones y Obras como resultado de la rectificación de actas de Inspección y de resolución sancionadora, en base a la estimación posterior de un recurso de reposición que declara de especial interés o utilidad municipal las obras objeto del impuesto, considerando la corrección de error material del artículo 220 LGT improcedente, no cabe dentro de dicho concepto la anulación de diversas liquidaciones tributarias por la estimación de un recurso de reposición por el Pleno, sino que había que haber acudido al procedimiento de revocación previsto en el artículo 219 LGT.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Vid. sobre este procedimiento: CAMBRA GRAS, J.M.; PEREZ MIÑANA, R y BELDA RIBELLES L.J: «Devolución de ingresos indebidos», Cap. V, de la obra Revisión e impugnación de actuaciones tributarias, Vol. I, ob., cit. Págs. 349 y ss.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	
La redacción de este precepto de la LGT tras su modificación por la Ley 34/ 2015 de 21 de septiembre es como sigue: «Procedimiento para la devolución de ingresos indebidos...1. El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos se iniciará de oficio o a instancia del interesado, en los siguientes supuestos:


	
a)  Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias o sanciones.


	
b)  Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante de un acto administrativo o de una autoliquidación.


	
c)  Cuando se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o sanciones tributarias después de haber transcurrido los plazos de prescripción. En ningún caso de devolverá las cantidades satisfechas en la regularización voluntaria establecida en el artículo 252 de esta Ley.


	
d)  Cuando así lo establezca la normativa tributaria. Reglamentariamente se desarrollará el procedimiento previsto en este apartado, al que será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 220 de esta ley. 2. Cuando el derecho a la devolución se hubiera reconocido mediante el procedimiento previsto en el apartado 1 de este artículo o en virtud de un acto administrativo o una resolución económico-administrativa o judicial, se procederá a la ejecución de la devolución en los términos que reglamentariamente se establezcan. 3. Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta ley. 4. Cuando un obligado tributario considere que la presentación de una autoliquidación ha dado lugar a un ingreso indebido, podrá instar la rectificación de la autoliquidación de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 120 de esta ley. 5. En la devolución de ingresos indebidos se liquidarán intereses de demora de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 32 de esta ley.




6. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición y de reclamación económico-administrativa».



	 Ver Texto 




	 (98) 

	Vid. CHECA GONZALEZ, C.: La revisión de los actos tributarios locales. Edersa, 1999. pág. 91, el Autor cita entre otros Autores a BAYÓN MARINÉ, TOLEDO JÁUDENES, ARIAS VELASCO Y SARTORIO ALBALAT.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	Este artículo preceptúa: «1. La Administración tributaria devolverá a los obligados tributarios, a los sujetos infractores o a los sucesores de unos y otros, los ingresos que indebidamente se hubieran realizado en el Tesoro Público con ocasión del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de sanciones, conforme a lo establecido en el artículo 221 de esta ley».


	 Ver Texto 




	 (100) 

	
Tal y como ha señalado el TEAM de Madrid en la Resolución del 22 de junio de 2007, núm. 200/2006/10292 y Resolución 2 de julio de 2009 núm. 200/2008/12544 «Para obtener la devolución de un ingreso indebido (artículo 32 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en adelante: LGT) es preciso que, con carácter previo, exista un pronunciamiento que reconozca el derecho a su devolución. bien mediante un acto dictado en el procedimiento tramitado al efecto (art. 221.1 LGT), o en una resolución económico-administrativa o judicial (art. 221.2 LGT). Una vez firme el ingreso efectuado, sólo puede ser declarado en un procedimiento especial de revi